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Desarrollar un análisis evaluativo de la Administración Pública del Gobierno 
Municipal de Managua en función de los Recursos Legales hasta el agotamiento 
de la vía administrativa en los años 2009 y 2010. 
 
Objetivos Específicos: 
1. Identificar los medios de impugnación del cual pueden hacer uso los 
pobladores ante el Gobierno Municipal. 
 
2. Conocer el procedimiento interno que el Gobierno Municipal lleva a cabo 
para la evacuación y resolución de los Recursos Administrativos. 
 
 
3. Demostrar que a falta de un procedimiento administrativo uniforme, es 
necesario crear una Ley de Procedimiento Administrativo Municipal.  
  





El presente trabajo investigativo, abordara el tema “El agotamiento de la vía  
administrativa dentro del Gobierno Municipal de Managua en los años 2009 y 
2010”, este tiene como fin conocer a fondo el Derecho Administrativo Municipal y 
el Procedimiento Administrativo que se lleva a cabo dentro del municipio. Este 
procedimiento administrativo lo encontramos regulado en el art 40 de la Ley No. 
40 “Ley de Municipios” y la Ley No. 261, Reformas e Incorporaciones a la Ley No. 
40, “Ley de Municipios”, publicada en La Gaceta Diario Oficial No. 162 del 26 de 
Agosto de 1997.  
Partiendo de que el Derecho Administrativo es muy amplio y las municipalidades 
trabajan directamente en función de sus pobladores, es necesario que exista un 
régimen jurídico que proteja los derechos y beneficios de los administrados, así 
como el procedimiento a seguir para su eficaz aplicación.  
A manera general, se tratara de dar una idea de la importancia del Derecho 
Municipal. Si bien es cierto existe un gobierno central el cual se encuentra 
encargado de velar por los intereses de todos los pobladores, este necesitaría 
conocer no solo la problemática y necesidades de la zona o región en donde se 
encuentra asentado, sino que es necesario conocer las necesidades de todas la 
zonas del país, de las regiones más alejadas. 
Este estudio, también se realiza con el propósito de demostrar que es necesario 
que exista una Ley que regule el procedimiento administrativo dentro de las 
municipalidades, o de que se le brinde la importancia necesaria, ya que la Ley de 
Municipios no profundiza en el, solamente hace referencia al derecho que tienen 
todos los pobladores de recurrir en contra de lo actuado por esa autoridad cuando 
estos consideren que se han vulnerado o violentado sus derechos. 
Es muy importante señalar que el Derecho Administrativo es de vital importancia, 
no solo para los estudiosos del derecho sino para toda la población; la 
Administración Pública se encuentra vinculada a todos y cada uno de los 
habitantes de determinada circunscripción territorial, por lo que es necesario que 




estos conozcan sus derechos como administrados así como las facultades y 
límites de la Administración.  
El Derecho Administrativo fue creado en busca del bien común, para favorecer a la 
población realizando  una buena administración y trabajando en conjunto con la 
misma; el Derecho Administrativo otorga facultades que permiten a la autoridad 
ejercer control sobre los habitantes de su circunscripción territorial, sin embargo 
existen límites a este control, lo que impide que esta se exceda en la aplicación de 
su administración y concede a los administrados derechos y recursos que le 
permitan defenderse cuando esta se extralimite en el cumplimiento de sus 
facultades.  
  






NACIMIENTO DEL DERECHO ADMINISTRATIVO 
Francia: 
El Derecho Administrativo, es considerado como un conjunto de normas 
relativamente joven en comparación a las otras grandes ramas del derecho, sin 
embargo ha experimentado una acelerada evolución. Este nace en Francia con la 
Revolución Francesa, la cual creó las condiciones para el nacimiento de este 
Derecho, basado en el principio de la separación de poderes planteado por 
Montesquieu (se refiere a una ordenación y distribución de las funciones del 
Estado, en la cual la titularidad de cada una de ellas es confiada a un órgano u 
organismo público distinto), que hizo necesario el surgimiento de un poder 
administrativo que regulase la Administración del Estado. Por su nacimiento, no 
podemos desvincular al Derecho Administrativo de la política, la cual fue la base y 
estructura de su fundación.  
Según Garrido Falla, el Derecho Administrativo surge con el Estado de Derecho, 
con los principios consagrados por la Revolución Francesa; señala que este 
reconoció algunas instituciones que hacían referencia a la Administración, sin 
embargo estas no constituían Derecho Administrativo, sino simples precedentes 
históricos que hicieron posible sentar las bases y cimientos de este Derecho en 
toda Europa. Garrido Falla, Fernando. (“Sobre el Derecho Administrativo y sus 
Ideas Cardinales”, Revista de Administración Pública RAP, No. 7 (1952), pp. 213-
221).  
Los parlamentos del antiguo régimen, integrados por pequeños grupos de la 
nobleza, mantuvieron durante un tiempo una ardua lucha en contra de la 
Monarquía para reformar el sistema y regular la Administración; para 1870, la 
Asamblea Constituyente mediante la Ley 16-24 (Ley sobre la organización judicial, 
del principio de la sustracción de lo contencioso administrativo al control de los 




tribunales ordinarios, llamados “judiciales”) trata de frenar y romper con todo 
intento por permitir que los tribunales intervinieran en las decisiones del Estado al 
establecer que: “las funciones judiciales son distintas y permanecerán siempre 
separadas de las funciones administrativas. Los jueces no podrán so pena de 
prevaricación, interferir por ningún medio la actividad de los cuerpos normativos, ni 
citar a juicio a los administradores por razón de sus funciones”. (Art. 13, Ley de 16-
24 de agosto de 1970).  
Tras largas luchas por lograr establecer un control sobre la Administración, es que 
surge el Consejo de Estado en Francia, quien en un principio funcionaria como 
consejero jurídico del Gobierno, y que posteriormente se le encomendara la tarea 
de crear los proyectos de resoluciones para todos aquellos conflictos en los cuales 
la Administración formara parte; luego en 1806, se creó dentro del seno del 
Consejo de Estado Francés una comisión de lo contencioso, quien llevaría a cabo 
un procedimiento jurisdiccional entre las partes, naciendo de esta forma la 
jurisdicción administrativa, la cual surgió del seno de la misma Administración. La 
Administración era juez y parte, era la misma Administración juzgándose.  
 
España: 
En España, el surgimiento del Derecho Administrativo surge en 1808, este se miro 
influenciado por el sistema napoleónico y el modelo Francés, creando también un 
Consejo de Estado; luego en 1812 el Consejo de Estado Español fue ajustado a 
los principios de la separación de poderes, pero sin especificar ni hacer mención 
de cuales serian los órganos encargados de conocer y resolver los procesos 
administrativos. Para el año 1834, el Consejo de Estado Español desapareció y se 
creó un Gobierno y un Consejo Real de España e Indias, el cual con el transcurso 
de los años desapareció y dio paso a la implementación de la Jurisdicción 
Contenciosa-Administrativa por medio de la creación de los Tribunales 
Administrativos o Consejos Provinciales.  
Así se vino dando a través de los años la evolución del Derecho Administrativo en 
España hasta llegar a la Ley Reguladora de lo Contencioso Administrativo de 




1956, reformada el 13 de julio de 1998, la cual permite regular a los órganos 
encargados de la administración y establece los procedimientos a seguir por parte 
de los administrados.  
 
Nicaragua: 
En nuestro país, el Derecho Administrativo surge a inicios del siglo XX, a 
diferencia de Europa que surgió a mediados del XIX; para en ese entonces en 
Nicaragua apenas se estaban dando señales de lo que serian las primeras 
cátedras de Derecho Civil, y no fue hasta en 1860 que se crearon las cátedras de 
Derecho Público. 
Con el desarrollo del Derecho Público es como las clases sociales más bajas del 
país empiezan a exigirle al Estado el cumplimiento de sus Derechos y la 
protección de sus intereses colectivos, lo que abrió paso al desarrollo del Derecho 
Administrativo, creando de esta forma un conjunto de normas diferentes a las del 
Derecho Civil, las cuales vendrían a regular la administración del Estado 
(Escorcia, Jorge F. Derecho Administrativo, Primera Parte, p. 28). 
Si bien es cierto que el Derecho Administrativo es una materia aun joven en 
Nicaragua, esta ha venido en ascenso. Después de que el Gobierno del Frente 
Sandinista entregara el poder se han dado un sinnúmero de reformas 
constitucionales que han tomado en cuenta la importancia de que se aplique el 
Derecho Administrativo, este se encuentra en una constante evolución, a 
diferencia de las otras ramas del Derecho, que si bien es cierto han existido 
algunos cambios, estas se encuentran estáticas.  Esto se debe a que las 
necesidades de la población son cambiantes, estas se ajustan a la actualidad, por 
lo tanto las exigencias a la Administración Pública varían y por consiguiente el 
Derecho Administrativo también lo hará para cumplir siempre con su finalidad que 
es la de buscar el bien común.  
Habiendo abordado de manera breve como surge el Derecho Administrativo y 
como con el paso del tiempo ha venido evolucionado hasta llegar a ser lo que hoy 




conocemos, se procederá a realizar una pequeña reseña histórica de cómo surgió 
el Derecho Municipal, retomando que el presente trabajo investigativo tiene como 
fin analizar la vía administrativa específicamente dentro de Derecho Municipal, por 
lo que también es necesario conocer como surge esta otra rama del Derecho y 
como ambas se relacionan entre sí, para luego proceder a desarrollar los temas 
con los cuales se pretende demostrar las debilidades que aun existen en la 
práctica con el fin de crear el debate y proponer soluciones para un mejor 
desempeño de la administración. 
NACIMIENTO DEL DERECHO MUNICIPAL 
El Derecho Municipal no es a como todos piensan una rama nueva del derecho; 
esta nace con el origen de los municipios, los cuales siempre han existido. 
 En nuestro continente, el derecho municipal surge desde los tiempos de la 
Colonia; en Nicaragua, por órdenes del Rey de España se fundan León y 
Granada, y se empiezan a crear políticas municipales destinadas a la producción 
agrícola y a la extracción de las riquezas minerales del país. Se da una fuerte 
explotación de la mano de obra indígena en las minas de oro, todo esto con el fin 
de satisfacer a la corona española.  
Posteriormente, mediante el gobierno Liberal de José Santos Zelaya, a finales del 
siglo XIX e inicios del siglo XX, se reconoce la Autonomía Municipal; sin embargo, 
en la década de los 30, con el gobierno de Somoza, se suprimieron las elecciones 
de las autoridades municipales, se perdió la autonomía y el régimen se volvió 
centralizado hasta los años 70, creando en el país un desarrollo económico 
basado en la producción. 
Tras el derrocamiento del régimen Somocista y el triunfo de la Revolución Popular 
Sandinista en 1979, se crearon las juntas de gobiernos y se retomaron los 
principios municipalitas; en 1982 se da la descentralización del gobierno y se 
crean delegaciones regionales como secretarias de Asuntos Municipales, las que 
se encargaban de los proyectos socioeconómicos locales. El actual derecho 
municipal Nicaragüense tiene sus antecedentes en la Revolución Sandinista, fue 
por medio de esta que se restableció la Autonomía Municipal en la Constitución 




Política del  año 1987 (autonomía con reserva a favor del gobierno central), sin 
embargo, en la práctica aun dependía del gobierno central. (Catillo Venerio, 
Marcelina. El Municipio y su Rol en el Desarrollo Local. Universidad 
Centroamericana, 2006. Boaco, Nicaragua. Pág. 5).  
En el año 1988 se emitió la Ley 40, Ley de Municipios, en ella se encuentran 
cimentadas las bases del régimen municipal actual, no obstante, aun existía una 
debilidad dentro de esta ley, ya que permitía la participación e influencia del 
gobierno central en los supuestos de existir conflictos entre dos o más 
municipalidades, o de una municipalidad con los administrados. 
Posteriormente, con el gobierno de doña Violeta Barrios de Chamorro, no hubo 
ninguna reforma a la Ley de Municipios, pero en 1995 se realiza una reforma a la 
Constitución Política y se aprueba la Autonomía Municipal (se crean competencias 
a las municipalidades en el ámbito político, administrativo y financiero, lo que se 
encuentra regulado a través del artículo 177 de nuestra constitución política.) 
Durante este periodo (1990-1996), se promulgaron un sinnúmero de Leyes y 
Decretos que incidían en el aspecto económico del municipio y que despojaron de 
cierta captación económica a las municipalidades, centralizándolas en el gobierno 
central y creando un malestar dentro de los gobiernos locales, los que se vieron 
empobrecidos. Esto causo profundas crisis y un sinnúmero de huelgas por parte 
de las municipalidades, lo que llevo a que el 28 de febrero de 1993 se dictara el 
decreto 17-93, por medio del cual se establecía el cobro del Impuesto de Bienes 
Inmuebles (IBI) a favor de la Municipalidades. (Picado Villagra, Henry. Todo sobre 
Municipalidad en Nicaragua. Editorial Universitaria UNAN-León, 2005. León, 
Nicaragua). 
De esta forma el derecho municipal ha venido evolucionando hasta conocerlo a 
como es hoy en día; retomemos el artículo 176 de nuestra carta magna el cual 
establece que el municipio es la unidad base de la división político administrativa  
del país, y siendo así, este (el municipio) debe ser reglamentado por las leyes, y 
es ahí donde entra a jugar un papel muy importante el derecho municipal. 
 






GENERALIDADES DEL DERECHO ADMINISTRATIVO 
Al referirnos a un concepto de Derecho Administrativo, consideramos oportuno 
señalar que existen un sinnúmero de criterios y discrepancias entre distintos 
autores que han querido definirlo, lo que según el Doctor Santiago Muñoz 
Machado se debe a que siempre se ha querido delimitar la actividad 
administrativa, y separar el acto administrativo de los actos legislativos y judiciales; 
por lo tanto no considera viable que se defina al derecho administrativo bajo un 
criterio único, sino, que se haga bajo un conjunto de criterios por medio de los 
cuales sea posible determinar su ámbito de aplicación (del Derecho 
Administrativo), es decir crear un concepto algo general y no especifico, no 
delimitarlo ya que el derecho administrativo es extenso. (Muñoz Machado, 
Santiago. Las Concepciones del Derecho Administrativo y la Idea de Participación 
en la Administración; Revista de Administración Publica No. 84. España, 1977. 
Página 519). 
Recordemos que el derecho administrativo surge con el fin de la búsqueda del 
bien común y se encuentra dirigido a la satisfacción de las necesidades colectivas, 
sin embargo, las necesidades de la población son cambiantes y nos encontramos  
en un proceso evolutivo constante, por ende necesitamos un concepto de derecho 
administrativo amplio. 
El Derecho Administrativo es una rama del Derecho aplicable a todas las 
instituciones a través de las cuales el Poder Ejecutivo realiza sus actos; partiendo 
de esto, se puede afirmar que el Derecho Administrativo es el encargado de 
regular y velar por el buen funcionamiento del Poder Ejecutivo. 
Sin embargo, consideramos que el Derecho Administrativo va mas allá que la 
simple regulación del Poder Ejecutivo, ya que este también otorga a los 
administrados, el derecho de poder actuar en contra de la administración cuando 




este considere que sus derechos han sido violentados, y que los funcionarios 
públicos se excedan en sus funciones. 
Nicaragua es un Estado Social de Derecho, por ende se rige por las Leyes y su 
Constitución Política, en la cual impera el Principio de Legalidad. Cabe señalar 
que el Principio de Legalidad varia para los administrados como para la 
administración; para los primeros lo encontramos regulado en el artículo 32 de 
nuestra Constitución Política, la que señala que “ninguna persona está obligada a 
hacer lo que la ley no manda, ni impedida de hacer lo que ella no prohíbe”; y para 
los segundos se encuentra regulada en los artículos 130 y 183, en los cuales se 
establece que todo funcionario púbico debe de actuar de conformidad a lo 
establecido en la ley, es decir, apegarse a lo estrictamente señalado en sus 
funciones. Este señalamiento lo hacemos con el fin de resaltar que existe un 
Principio de Legalidad que rige tanto al Estado y sus Instituciones, como a la 
población en sí, y que a raíz de ello el Derecho Administrativo debe de apegarse a 
lo señalado por nuestra Constitución Política, reglando a la Administración y 
otorgándole derechos a los administrados.  
De lo anteriormente señalado, podríamos definir el concepto de Derecho 
Administrativo como un conjunto de normas destinadas a reglar la relación 
existente entre la Administración Pública y los Administrados. 
Sin embargo, hay que recordar que las instituciones de la Administración Pública 
se relacionan entre sí, las Alcaldía con el Ministerio de Salud o con el Ministerio de 
Transporte e Infraestructura; o el Ministerio de Educación con el Ministerio del 
Ambiente y los Recursos Naturales, entre otros, por lo cual el Derecho 
Administrativo no regula solamente la relación entre la Administración y los 
Administrados, sino también con otras instituciones  que pertenecen al Estado.  
Una vez hecha estas reflexiones y analizado un sinnúmero de conceptos 
relacionados al Derecho Administrativo, consideramos que el concepto más 
completo es el que lo define como “el conjunto de normas jurídicas que regula 
la organización, funcionamiento y atribuciones de la administración pública 












Partiendo de que el Derecho Administrativo surge con la división de poderes y con 
el fin de reglar las actuaciones que estos (los poderes del estado) realizaran, se 
determina que nos encontramos frente a un Derecho relativamente nuevo, que por 
su función y por orientarse a satisfacer el bien común se encuentra en constante 
cambio, podemos señalar como características del mismo las siguientes: 
 (http://www.alipso.com/monografias2/Derecho_Administrativo/index.php) 
 
a) Es un Derecho Nuevo: Nace con la revolución Francesa y es producto del 
surgimiento del estado de derecho. 
b) Es Mutable: Se encuentra en constante transformación, además no es 
creado únicamente por el Legislador, sino que es complementado con el 
ejercicio regular de la administración pública.  
c) Esta en formación: Con el fin de orientarse hacia el bien común, el estado 
día a día asume nuevas funciones que van dando forma al derecho 
administrativo.  
Estas características antes mencionadas son los elementos esenciales que 
conforman al Derecho Administrativo, sin embargo, por el hecho de ser un 
derecho que se encuentra en plena y constante evolución, están podrían variar 
conforme el tiempo y las necesidades de la población.  
 




LA ADMINISTRACION PÚBLICA 
Para el Doctor Ildefonso Palma Martínez, la administración pública es un conjunto 
de actividades relacionadas con los organismos que el hombre ha creado para 
procurar la satisfacción de estas necesidades que miran a la colectividad. (Palma 
Martínez, Ildefonso. Derecho Administrativo, teórico y positivo. II Edición, 2008. 
Managua, Nicaragua. Pg. 2).  
Cuando hablamos de Administración Pública nos estamos refiriendo a las 
funciones administrativas que realiza el estado; recordemos que este (el estado) 
está en la obligación de garantizar y llevar a cabo una buena administración, razón 
por la cual crea un sinnúmero de entidades (instituciones y/o ministerios) a las 
cuales las leyes le encargaran el cumplimiento de funciones administrativas. 
Nicaragua es un estado de derecho que se rige a través de una Constitución 
Política, pero cada una de estas instituciones de la administración pública estarán 
sujetas a regímenes jurídicos distintos entre sí. 
Independientemente de que cada institución se rija bajo un régimen jurídico 
propio, se le deberán de reconocer límites a la actividad administrativa. Estos 
límites los encontramos dentro de la misma constitución y las leyes que rigen a 
cada institución de la administración, las cuales se deberán apegar estrictamente 
al cumplimiento de sus funciones, impidiéndoles actuar según su criterio y mas 
allá de sus atribuciones, a como lo establece el Principio de Legalidad reglado en 
los artículos 130 y 183 de nuestra  constitución política.  
 
EL ADMINISTRADO 
Como concepto de administrado, se entiende que es todo sujeto de derecho 
público o privado, persona natural o jurídica que se encuentra en una 
relación de subordinación frente a la administración. 
(es.wikipedia.org/wiki/Interesado_(derecho_administrativo)).  




De esto se desprende que el administrado son todas aquellas personas (naturales 
o jurídicas) que conforman una población, que se encuentran asentadas en un 
territorio, y que este (territorio) posee una administración encargada de velar por el 
buen funcionamiento del mismo, y en busca del bien común. 
Nuestra constitución política señala en su artículo 2 que la soberanía nacional 
reside en el pueblo, el cual la ejerce participando activamente dentro del sistema 
político, económico y social. Son los ciudadanos quienes eligen mediante el voto a 
sus representantes, a quienes se encargaran de crear las políticas públicas y 
sacar adelante al país, sin embargo, los pobladores son participes de esta toma de 
decisiones mediante consultas (referéndum y plebiscito), mediante cabildos y 
participando activamente en las tomas de decisiones, por ende, se puede afirmar 
que son parte indirecta dentro de la administración; Esto quiere decir que gracias a 
la división de poderes que se da con el inicio del Derecho Administrativo el 
Administrado es sujeto activo de derecho y no un sujeto sometido como lo era 
antes de la división de poderes en la cual existía un Rey que  tomaba las 
decisiones y se tenían que cumplir según lo que el establecía  sin importar que el 
administrado fuera perjudicado.  
LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 
Ha como ya se menciono con anterioridad, la administración pública está 
encargada de las políticas públicas y del buen funcionamiento del Estado; para 
ello realiza lo que conocemos como actividad administrativa, la que a su vez está 
compuesta por un sinnúmero de actos materiales y actos administrativos. La 
realización de estos actos comprende la actividad administrativa y/o función 
pública del estado. 
Los actos administrativos y materiales son distintos entre sí, pero son 
complemento entre ellos para llevar a cabo la actividad administrativa. Por 
ejemplo: El Alcalde de un determinado municipio emite una resolución 
administrativa (acto administrativo), la cual se llevara a cabo o será ejecutada por 
trabajadores de dicha Alcaldía (acto material). La realización de ambos actos 




constituyen la actividad administrativa, el solo hecho de emitir la resolución no lo 
es, es solamente un acto administrativo. 
 
CENTRALIZACION Y DESCENTRALIZACION 
Luego de haber realizado un breve análisis de lo que es la administración pública 
y sus funciones, hablaremos de su organización. La organización administrativa se 
presenta bajo diversas modalidades, pero los tipos a los que la organización 
puede remitirse son fundamentalmente dos: el régimen de centralización y el de 
descentralización. (Rizo Oyanguren, Armando. Manual elemental de derecho 
administrativo. León, Nicaragua. Editorial Universitaria 1992. Pg. 253).  
Nuestra legislación, a través de la Ley 290, Ley de Organización, Competencia y 
Procedimientos del Poder Ejecutivo y su Reglamento, las define de la siguiente 
manera: 
Centralización Administrativa, es una forma de organización administrativa, 
integrada en un régimen jerarquizado, en la que un conjunto de órganos se 
estructuran unos respecto a otros, de arriba hacia abajo, formando una unidad que 
se logra y se mantiene en virtud de las determinaciones del Presidente de la 
Republica. Los Ministerios de Estado son entes centralizados, no tienen 
autonomía de ningún tipo, patrimonio ni personalidad jurídica propia.  
Descentralización Administrativa, es una forma de organización administrativa en 
la cual se confiere a través de una ley a un órgano, autonomía técnica y 
administrativa para ejercer determinada competencia administrativa. Se le otorga 
patrimonio propio y personalidad jurídica, existiendo control o tutela del Presidente 
de la Republica o del Ministerio al que estén vinculados. El Director del ente es 
nombrado por el Presidente de la Republica o por la autoridad establecida de 
acuerdo a su Ley Creadora.  
De los dos conceptos antes señalados, se desprende que cuando nos referimos a 
centralización, hablamos de que la concentración del poder de mando y de la toma 




de decisiones radica en un solo órgano. Pueden existir un sinnúmero de 
organizaciones y/o instituciones, pero estas se regirán bajo una de mayor 
jerarquía, estas no podrán tomar decisiones, solamente ejecutar los actos 
materiales. Podrá haber un sinnúmero de funcionarios, pero estos no estarán 
facultados para realizar actos jurídicos. 
En relación a la descentralización, lo que sucede es que se le quitara algo de 
poder de administración a la autoridad central y se le designara a otros entes para 
que estos lleven a cabo la administración pública en determinada materia. Aquí 
hablamos de que estos (entes descentralizados) adquieren una capacidad de 
autodeterminación, poseen capacidad jurídica para actuar y son sujetos de 
derecho.  
En conclusión en este capítulo abordamos la importancia del Derecho 
Administrativo y los elementos importantes que de esta rama surgen, es 
importante recalcar que el Derecho Administrativo es un derecho nuevo que se 
encuentra en constante transformación de acuerdo a las necesidades que surgen 
en la administración pública la cual a su vez tiene límites los cuales están 
regulados por nuestra constitución Política, para que los Derechos de los 
Administrados que pueden ser personas naturales o jurídicas no queden al libre 
arbitrio de la administración Pública. De igual forma abordamos el tema de la 
Centralización y Descentralización, conceptos que surgen con el fin de delegar 
facultades en otros órganos administrativos y de esta forma distribuir las funciones 
del Gobierno Central en las distintas instituciones las cuales pueden ser 
centralizadas o Descentralizadas.  
La Actividad administrativa está compuesta de dos elementos importante que la 
complementan, estos son los Actos administrativos y los Actos Materiales, por 
medio de los cuales surge un Procedimiento Administrativo que otorga legalidad a 
las actuaciones de la Administración Pública lo cual desarrollaremos a profundidad 
en el siguiente capítulo. 
  





GENERALIDADES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
Antes de entrar al tema del procedimiento administrativo, consideramos necesario 
realizar un estudio de los actos previos a la formación de este (procedimiento 
administrativo), actos sin los cuales el procedimiento administrativo no sería 
legalmente valido. 
ACTO ADMINISTRATIVO 
El Estado realiza un sinnúmero de funciones, las cuales son exteriorizadas a 
través de actos. Estos actos pueden producir consecuencias de hecho y otras de 
derecho (jurídicas).  El Estado dicta leyes y resoluciones administrativas que 
afectan el orden jurídico, causando de esta forma consecuencias de derecho para 
los gobernados; de igual forma construye carreteras y parques, causando 
consecuencias de hecho, estos son actos meramente materiales que no afectan el 
orden jurídico. Estos actos que realiza la administración pública es lo que nosotros 
conocemos como actos administrativos. 
Los actos administrativos surgen con la intención de sumergir a la administración 
pública bajo un régimen de Derecho y de esta forma poder regular sus 
actuaciones, ya que esta no era posible que fuese fiscalizada por los tribunales de 
justicia.  
Los actos administrativos son todos aquellos actos que emanan de la 
administración pública. Según nuestra legislación, acto administrativo es la 
declaración o manifestación de voluntad, juicio o conocimiento expresada en 
forma verbal o escrita o por cualquier otro medio que, con carácter general o 
particular, emitieren los órganos de la Administración Pública y que produjere o 
pudiere producir efectos jurídicos. (Ley No. 350, Ley de Regulación de la 
Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo, publicada en La Gaceta Diario 
Oficial No. 140 y 141 del 25 y 26 de Julio del 2000).  




Para Luís Cosculluela Montaner, el acto administrativo es una decisión unilateral 
ejecutoria de la Administración Pública, que se concreta en el ejercicio de una 
potestad administrativa. Los actos administrativos son jurídicos y no meramente 
materiales, que superan una simple declaración de la Administración Pública, en la 
mayor parte de los casos, una declaración de voluntad, pero también pueden ser 
de simple conocimiento (certificados) o juicios (dictámenes, informes). 
(Cosculluela Montaner, Luis. Manual de Derecho Administrativo, Pg. 307). 
En nuestra legislación nacional, el Doctor Armando Rizo Oyanguren lo define  
como “un acto jurídico, cuyas características principales son: es una manifestación 
o declaración de voluntad, unilateral, potestativa y ejecutoria, que tiene por objeto 
crear, reconocer, modificar o extinguir una situación jurídica individual” (Rizo 
Oyanguren, Armando. Manual Elemental de Derecho Administrativo, pg. 84). 
A partir de estas definiciones que hemos mencionado de distintos autores 
nosotros interpretamos que los Actos Administrativos son declaraciones de 
voluntad que se exteriorizan y que pueden producir efectos jurídicos que sean de 
interés público, solo los actos administrativos gozan del privilegio de la 
ejecutividad que es la capacidad de ejecución de un acto administrativo y  la 
ejecutoriedad que  es la utilización de medios judiciales para darle cumplimiento. 
En relación al concepto emitido por el Doctor Oyanguren, consideramos oportuno 
recalcar la característica de la unilateralidad, esto con el fin de aclarar que 
independientemente de que muchas veces la administración actúe a solicitud de 
parte (como puede ser la suspensión de una obra o la realización de ella), esta 
puede o no llevar a cabo el acto, quien emite la voluntad es la administración no 
quien realiza la solicitud.  
 
ELEMENTOS 
Otro de los aspectos que no han sido regulados por nuestra legislación son los 
elementos que componen un acto administrativo; estos elementos se deben de 




tomar como los requisitos que se deben de cumplir para la formación de un acto 
administrativo, por lo que son de vital importancia. Estos elementos son: 1) El 
sujeto, 2) La voluntad, 3) El Objeto, 4) El motivo, 5) El fin y 6) La forma. 
Sujeto: 
Los sujetos que intervienen en el acto administrativo son la administración 
(funcionarios públicos) y los administrados (ciudadanos y toda persona que habite 
determinado territorio); siendo la administración el sujeto activo y los 
administrados el sujeto pasivo.  
Sin embargo, algunas veces los sujetos pueden variar; es decir, la administración 
pasa a ser el sujeto pasivo y los administrados el sujeto activo. Esta afirmación 
suele suceder cuando los administrados actúan o recurren en contra de la 
administración, a quien le solicitan actuar o modificar sus actuaciones por sentir 
que sus derechos han sido violentados. 
Voluntad: 
Para que el acto administrativo tenga validez, este debe de estar formado por la 
voluntad del funcionario público legalmente capacitado para emitirlo; es decir, que 
no esté viciado por dolo, error o violencia. De ser así no sería la libre voluntad de 
quien lo emite y por lo tanto este (acto administrativo) no sería válido. 
Cuando una autoridad administrativa emite una resolución para producir un acto 
administrativo, esta debe de expresar la voluntad de la autoridad; sin embargo 
cuando existen elementos externos a esta voluntad, ya sea que fue manipulada o 
alterada por medio de amenazas o por medio de violencia, la voluntad expresada 
ya no es la de la administración pública, sino la de la persona que manipulo o 
violento a la autoridad. Al darse estos casos, el elemento voluntad se ha viciado, 
por lo tanto el acto administrativo no es válido y es susceptible de nulidad.  
Objeto: 




El objeto es el fin que persigue o busca realizar la administración y que se 
concreta jurídicamente a través de sus actos. Por ejemplo; el objeto del acto 
administrativo mediante el cual la Alcaldía de Managua establece pavimentar 
todas las calles de tierra aledañas al lago de Managua a más tardar antes de la 
primera quincena de abril, es lograr que para la llegada del invierno no haya 
inundaciones por las constantes lluvias.  
El Motivo 
El motivo es la causa que provoca el acto, es el porqué la administración actúa de 
esa manera. Es el antecedente que provoca el acto administrativo, es su causa 
legal. 
Recordemos que toda actuación de la administración pública debe de estar 
legalmente justificada, de lo contrario se estaría violando el principio de legalidad; 
por lo tanto, es de vital importancia la existencia del motivo para la validez del acto 
administrativo, ya que este es el antecedente jurídico del caso.  
El Fin 
Como ya se ha mencionado anteriormente, el fin del acto administrativo es el 
bienestar e interés público. Las funciones propias de la administración se 
encuentran determinadas por la ley, por lo tanto la finalidad del acto administrativo 
debe estar regida por las funciones que esta (la ley) le ha asignado al funcionario 
público o a la administración.  
Dicho esto, queda claro que la administración pública debe realizar sus funciones 
dentro de la esfera de su competencia, de lo contrario esta quedara invalidado ya 
que el fin de todo acto administrativo está constituido por las atribuciones que la 
ley le ha asignado al órgano que lo emita.  
La Forma 
Es la manera en que se debe exteriorizar o manifestar la voluntad de la 
administración para que exista el acto jurídico. En la forma encontramos 




comprendidos todos los requisitos de ley que se deben de cumplir para que la 
decisión administrativa tenga validez. 
Los actos administrativos se pueden emitir de diversas formas, aunque casi 
siempre se hacen de forma escrita, no necesariamente tiene que ser así ya que 
también se pueden emitir de forma verbal y en otros casos por medio de actos 
materiales como la ejecución de una obra; ejemplo de este último es la 
construcción de un parque o de un centro escolar. 
CLASIFICACION 
La clasificación de los actos administrativos es bien amplia ya que dentro de la 
administración pública existen diversos órganos, ministerios y/o instituciones 
encargados de llevar a cabo distintos actos. 
De la diversidad de clasificación podemos señalar actos imperativos, actos 
conformadores, actos declaratorios y actos registrales; de ahí se desprenden 
diversidad de actos administrativos, como por ejemplo podemos señalar: un acto 
emitido por un policía como lo puede ser una multa; también puede ser el 
nombramiento o la destitución de un funcionario público; o la declaratoria de 
utilidad pública de un terreno en el cual se pretende construir un parque o que 
pase una carretera, o bien el extender una constancia de nacimiento o de soltería 
o una constancia de defunción.  
A cómo podemos apreciar, esta clasificación es muy amplia, si bien es cierto todos 
y cada uno de los actos antes mencionados son de carácter administrativo su 
naturaleza y su finalidad es distinta, es decir que cada uno crea un efecto jurídico 
diferente.  
Para que todos estos actos lleven a cabo el efecto jurídico es necesario seguir un 
proceso, el cual debe ser legal ya que de lo contrario el acto sería nulo y no 
tendría validez alguna, por lo cual a continuación realizaremos el estudio de dicho 
procedimiento. 
 





La palabra proceso proviene del latín procesus o procederé, y se refiere al 
conjunto de actos que conducen hacia una finalidad; el procedimiento 
administrativo, es este conjunto de actos que se llevan a cabo en la administración 
pública. Al hablar del procedimiento administrativo nos referimos al camino que se 
debe seguir para llegar a una meta. 
Estas metas a las que nos referimos son todas aquellas funciones que el estado 
debe llevar a cabo, son todos los actos de la administración pública, los cuales no 
se pueden realizar sin un camino, un cauce legal, un procedimiento administrativo. 
Con este procedimiento lo que se busca es brindar una mayor eficacia a las 
actuaciones de la administración y obtener mejores resultados, así como brindar 
seguridad jurídica a todos aquellos ciudadanos que se sientan afectados por la 
toma de decisiones de las autoridades administrativas. Con la implementación del 
procedimiento administrativo, la administración se ve obligada a cumplir con el 
Principio de Legalidad establecido en nuestro Carta Magna, lo que suministra 
garantías y el derecho a la defensa por parte de los administrados. El proceso 
administrativo es una especie del proceso general, la diferencia radica en que el 
proceso administrativo se lleva a cabo por las autoridades administrativas y no 
judiciales como en el caso del proceso judicial; en el administrativo quien se 
encarga de resolver es la autoridad que emitió el acto. 
Para el Doctor Rizo Oyanguren, el procedimiento administrativo es “el cauce legal 
que los órganos de la administración se ven obligados a seguir en la realización de 
sus funciones y dentro de su competencia respectiva, para producir los actos 
administrativos y su posterior revisión por medio de los recursos 
administrativos”(Rizo Oyanguren, Armando. Manual Elemental de Derecho 
Administrativo, pg. 122). 
Al analizar esta afirmación, podemos deducir que el procedimiento administrativo 
no es más que la vía jurídica o la forma en la que la administración debe de actuar 




para manifestar su voluntad ante los administrados y de esta forma crear el acto 
administrativo.  
Para que se produzca el acto administrativo, la administración debe de seguir una 
serie de lineamientos, trámites y formalidades apegadas a derecho, de lo contrario 
el acto administrativo será nulo o estará viciado y dará paso a que se recurra en 
su contra por parte de toda persona que se considere agraviada. 
Los sujetos que participan del procedimiento administrativo son la administración 
pública y los administrados, generalmente el proceso administrativo relaciona los 
intereses de la administración con el de los administrados, sin embargo hay 
ocasiones en las que la actuación o la toma de decisiones de determinada 
autoridad administrativa no trasciende de manera externa, es decir no afecta a 
ninguna persona. Ejemplo de ello podría ser la construcción de un edificio público 
por parte de la municipalidad, aquí no cabe señalar que existe una relación directa 
entre la administración y el administrado, por lo que se podría decir que en este 
caso el sujeto que participa de este procedimiento administrativo es solamente la 
administración.  
También puede suceder que el conflicto de intereses no sea entre la 
administración y los administrados, sino que sea entre particulares, los cuales 
pueden acudir ante la autoridad administrativa para que esta actué como amigable 
componedor o como árbitro entre las partes en conflicto. Ejemplo de ello puede 
ser que un poblador se sienta perjudicado por la construcción o las mejoras 
realizadas en una vivienda de otro particular, estos pueden acudir ante la 
municipalidad para que esta realice un papel de árbitro para resolver el conflicto.  
Es importante señalar la gran variedad de actos administrativos que existen, y que 
a consecuencia de ello en nuestra legislación no existe un procedimiento unitario, 
según sea el acto administrativo el procedimiento varia, de igual forma varía según 
la institución; este dependerá de las leyes y/o normativas bajo las cuales se rige 
determinada autoridad administrativa, sin embargo esta siempre deberá velar por 
el bien común y los intereses de sus administrados, todo acto deberá ser apegado 




a derecho. Aunque el procedimiento administrativo sea distinto, la esencia será la 
misma: “el procedimiento administrativo comprende la regulación de las 
formalidades para la formación, ejecución y revisión, dentro de la esfera 
administrativa, de los actos de la administración” (Rizo Oyanguren, Armando. 
Manual Elemental de Derecho Administrativo, pg. 123). 
Diferencias entre Procedimiento Administrativo, Judicial y Legislativo 
Es importante señalar que el Procedimiento Administrativo es diferente al 
Procedimiento Judicial y al Legislativo, ya que estos últimos (Judicial y Legislativo) 
se encuentran plenamente sistematizados, es decir que se encuentran ya 
determinados en leyes fundamentales y en códigos de procedimientos según la 
rama de Derecho a la  que se refieran; sin embargo, en el Procedimiento 
Administrativo, ya que en Nicaragua existe una gran diversidad de actos 
administrativos, ha sido necesario adecuar y/o establecer diferentes 
procedimientos para cada tipo de acto. En otras palabras, se han establecido 
diferentes reglas para los diferentes procedimientos, ya sea este el procedimiento 
para solicitar una licencia de conducir, el procedimiento para que se emita un 
permiso de construcción, el procedimiento para emitir una matrícula, etc.-   
Al hablar de las diferencias no podemos dejar a un lado el cumplimiento de las 
formalidades; tanto el Procedimiento Legislativo como el Judicial se encuentran 
revestidos de un sinnúmero de formalidades de estricto cumplimiento, ya que de 
no cumplir con una de ellas el acto no surgirá, es decir no causara efectos 
jurídicos; en cambio, dentro del Procedimiento Administrativo si bien es cierto 
también se deben de cumplir algunas formalidades, estas no tienen la misma 
intensidad que en los procesos antes mencionados. 
Dicho esto, podemos afirmar a ciencia cierta que lo expresado por la 
jurisprudencia española en relación a la impugnabilidad del procedimiento 
administrativo es cierto. Esta afirma que no se pueden impugnar las actuaciones 
que dan forma al proceso administrativo, sino que la única impugnable es la 




resolución final. (Arríen Somarriba, Juan Bautista. Derecho Administrativo, Acto, 
Procedimiento, Recursos, Contratos y el Contencioso Administrativo).  
Esto se debe a que no existe una Ley que regule el Procedimiento Administrativo; 
a como ya se ha dicho anteriormente este varía según la Institución encargada de 
crear el acto administrativo. También es un factor primordial, el hecho de que en 
pocas ocasiones los administrados conocen del proceso que se llevo a cabo para 
emitir dicho acto, sino que estos solamente conocen de la resolución emitida por la 
autoridad, por lo tanto el ciudadano que se sienta afectado por ese acto no podrá 
recurrir en contra del proceso de formación, sino en contra de la resolución 
emitida, a como lo determina muy claramente el arto. 40 de la Ley 40, Ley de 
Municipios, el que otorga a los pobladores el Derecho de recurrir de revisión o de 
apelación según corresponda, en contra de los actos y disposiciones emitidas por 
el Alcalde. 
Aquí la ley es clara y nos especifica que se podrá recurrir en contra del acto en sí, 
no en contra del proceso que se llevo a cabo para la formación de este; por lo 
tanto este pudo haber estado viciado en su formación pero si no existe una 
persona que se sienta afectada por el, este será válido, contrario a lo que señala 
la doctrina cuando nos referimos al Procedimiento Administrativo, la que nos 
manda a cumplir un sinnúmero de requisitos para que este de validez al acto 
administrativo. 
Este pequeño análisis nos hace reflexionar que si bien es cierto nuestra legislación 
ha dado grandes pasos en cuanto al Procedimiento Administrativo se trata, aun 
estamos lejos de cumplir de manera eficaz lo que la doctrina refiere, por lo que 
continua siendo primordial la formación de una Ley de Procedimiento 
Administrativo que regule a todas y cada una de las Instituciones Públicas a la 
hora de crear y emitir actos. 
A continuación detallaremos el procedimiento municipal bajo el cual se rige la 
Alcaldía de Managua. 
 





El procedimiento administrativo que utilizan los pobladores y toda aquella persona 
que se sienta afectada por las decisiones de la Administración Municipal, se 
encuentra regulado en el artículo 40 de la Ley 40 y 261 “Ley de Municipio y sus 
Reformas” y 261, “Ley de Municipios y sus Reformas”, el que literalmente expresa 
que: “Los pobladores que se consideren agraviados por actos y 
disposiciones del Alcalde podrán impugnarlos mediante la interposición del 
recurso de revisión ante él mismo, y de apelación ante el Concejo Municipal. 
También podrán impugnar las decisiones del Concejo Municipal mediante la 
interposición del recurso de revisión. En ambos casos, la decisión del 
Concejo agota la vía administrativa. El plazo para la interposición del recurso 
de revisión, en ambos casos, será de cinco días hábiles más el término de la 
distancia, contados a partir de la notificación del acto o disposición que se 
impugna. La resolución deberá dictarse en un plazo máximo de treinta días, 
en el caso del Alcalde, y de cuarenta y cinco días, en el caso del Concejo. El 
plazo para interponer el recurso de apelación será de cinco días hábiles más 
el término de la distancia, contados a partir de la notificación, y el Concejo 
deberá resolver en un plazo máximo de treinta días. Agotada la vía 
administrativa, podrán ejercerse los recursos judiciales correspondientes. 
Los recursos interpuestos y no resueltos en los términos establecidos en los 
párrafos anteriores, se entenderán Resueltos a favor de los recurrentes. Los 
recursos administrativos en materia tributaria municipal serán establecidos 
en la ley de la materia”.  
Partiendo de que nuestra nación está constituida en un estado social de derecho y 
de conformidad al principio de legalidad que nuestra Constitución Política 
establece en sus artos. 130 y 160, así como el derecho que el arto. 52 de nuestra 
Carta Magna otorga a los ciudadanos la facultad de hacer peticiones, denunciar 
anomalías y hacer críticas constructivas a los poderes del estado o cualquier 
autoridad; y de obtener una pronta resolución o respuesta y de que se les 
comunique lo resuelto en los plazos que la ley establezca, es que se ha otorgado 




a los pobladores el derecho de los recursos de revisión y apelación cuando estos 
se sientan agraviados por las disposiciones tomadas por las autoridades 
municipales, de igual forma se expresa que de no recibir una resolución o 
respuesta en el termino señalado por la Ley, se tendrán como resueltos a favor del 
recurrente, operando lo que conocemos como Silencio Administrativo Positivo, el 
cual abordaremos más adelante. 
Volviendo al procedimiento administrativo que la ley de municipios establece, 
podemos determinar que una vez se nos haya notificado una resolución o 
disposición por parte del gobierno municipal, o bien se realice un acto que 
consideremos es violatorio a nuestros derechos, los pobladores contamos con un 
plazo no mayor de cinco días hábiles para recurrir de revisión ante el Alcalde; 
cabe señalar que a diferencia del término en el área civil, aquí se contabiliza 
desde el momento en que se nos ha notificado, siendo el día de la notificación el 
primero, en cambio en lo civil es a partir de las doce de la noche, es decir a partir 
del siguiente día; otro punto a tomar en cuenta es que en el procedimiento 
municipal se habla de días hábiles, no se toman en cuenta los fines de semana ni 
los feriados a como se hace en lo civil. 
Una vez se ha interpuesto el recurso de revisión ante el Alcalde, este cuenta con 
treinta días para dar una resolución o respuesta al recurrente; cabe señalar que a 
la hora de contabilizar los treinta días, estos se toman como días calendarios, se 
incluyen los fines de semana y los feriados, a diferencia de los cinco días que 
tienen los pobladores para recurrir. 
Una vez el Alcalde ha resuelto y notificado su resolución, en caso de no estar 
conforme con lo expresado por esta autoridad, la ley establece el Recurso de 
Apelación, recurso que se interpone ante el superior jerárquico, en este caso el 
Concejo Municipal, quien dentro del Gobierno Municipal es la máxima autoridad. 
El plazo para la interposición de este recurso al igual que el de revisión es de 
cinco días hábiles, los que de igual forma inician su conteo desde el momento en 
que se notifica. Al igual que la revisión, en el recurso de apelación el Concejo 




Municipal cuenta con treinta días para resolver y dar respuesta al recurrente, quien 
de no recibir la respuesta en el plazo establecido entenderá que se resolvió a su 
favor. La resolución del Concejo agota la vía administrativa municipal, sin 
embargo, en caso de que este falle en contra del recurrente, los pobladores no 
pueden quedar en indefensión, por lo tanto se establece que estos pueden hacer 
uso de la vía judicial, ya sea recurriendo de Amparo ante el Tribunal de 
Apelaciones o por la vía de lo Contencioso-Administrativo. 
El articulo 40 también habla de un Recurso de Revisión ante el Concejo Municipal; 
sin embargo este recurso solamente podrá ser interpuesto contra decisiones que 
el Concejo Municipal tome en los casos de su competencia, no podrá ser 
interpuesto en contra de las resoluciones provenientes de los recursos de 
apelación. Con esto lo que queremos dar a entender es que el Concejo Municipal 
como cuerpo colegiado toma decisiones que de una u otra forma inciden en el 
bienestar de la comunidad, así como emitir ordenanzas afines a sus funciones, las 
cuales podrán ser recurridas por los pobladores mediante el recurso de revisión. 
Este recurso deberá ser interpuesto dentro de los cinco días hábiles siguientes a 
partir de la notificación, pero a diferencia de los recursos de revisión ante el 
Alcalde y el de apelación ante el Concejo, en este recurso el Concejo Municipal 
consta con un término de cuarenta y cinco días para resolver y brindarle una 
respuesta al recurrente. Este recurso agota la vía administrativa, y solo es 
recurrible mediante el Amparo o por la vía Contencioso-Administrativo. 
A como se puede apreciar, el artículo 40 de la Ley de Municipios y sus Reformas, 
detalla los pasos a seguir para recurrir ante las decisiones de las autoridades 
municipales, sin embargo, este proceso va mas dirigido a los administrados que a 
la administración en sí; el único requisito que el arto. 40 establece para el gobierno 
municipal es el termino para resolver los recursos, creando a nuestro criterio un 
vacío jurídico que permite a la administración variar el procedimiento interno para 
la evacuación de los mismos; de igual forma este articulo nos establece dos tipos 
de recursos administrativos, recursos de los cuales hablaremos a continuación. 





Partiendo del hecho de que la administración realiza actos administrativos, y de 
que dichos actos deben de cumplir un sinnúmero de requisitos, estar apegados a 
derecho y no afectar a los pobladores, fue necesario crear un medio para proteger 
a los administrados de las arbitrariedades y abusos que en determinadas 
ocasiones cometen los titulares de los órganos administrativos; sin embargo a 
pesar de que existen los recursos administrativos como medio de protección es 
necesario crear una Ley de Procedimiento Administrativo Municipal ya que estos 
(los recursos) no son abordados a profundidad en la Ley 40 y 261 “Ley de 
Municipio y sus Reformas”. 
Los recursos administrativos son una garantía para los administrados, estos son 
los medios de impugnación de los cuales los pobladores de un territorio pueden 
hacer uso y exigirles a las autoridades administrativas que actúen de conformidad 
al principio de legalidad. 
DEFINICIONES 
Alessi define los Recursos Administrativos como un medio de reacción por medio 
del cual un ciudadano que se haya sentido perjudicado por un acto administrativo 
afectado de ilegalidad, pueda solicitar la revisión de este a la autoridad 
administrativa, con el fin de obtener un pronunciamiento administrativo que no esté 
viciado y este conforme al interés público e individual de quien recurrió. (Alessi, 
Renato. Instituciones de Derecho Administrativo Tomo I. p. 621).  
Para Cosculluela Montaner, son los procedimientos por medio de los cuales los 
administrados pueden solicitar a la propia Administración Pública la anulación o 
modificación de un acto administrativo que les afecta. (Cosculluela Montaner. 
Manual de Derecho Administrativo Tomo I. p. 487).  
Por su parte Fraga dice que los Recursos Administrativos constituyen un medio 
legal del cual disponen los administrados que sienten afectados sus derechos o 
intereses por un acto administrativo determinado, para obtener de la autoridad 




administrativa una revisión del mismo acto, esto con el fin de que se revoque, 
anule o modifique, en caso de que se determine o compruebe la ilegalidad del 
mismo. (Fraga, Gabino. Derecho Administrativo 1980. P. 433). 
Así como estos conceptos existen muchos, y no existe mayor discrepancia entre 
ellos; la mayoría de los autores coinciden en el punto de que son un medio legal 
del que se valen los administrados para obligar a la Administración a la revisión de 
un acto. 
En palabras más sencillas, podemos definir los Recursos Administrativos como el 
medio establecido en la ley para obtener la modificación, revocación o invalidación 
de una resolución administrativa; es solicitar la revisión de un acto definitivo a la 
autoridad administrativa que lo dicto. 
Partiendo de los conceptos antes mencionados, podemos señalar que para que 
sea posible activar la vía administrativa por medio de los recursos, es necesario 
que exista un acto administrativo y una persona que sea afectada por este acto y 
que el medio legal o recurso, este recogido dentro de las normas de derecho 
administrativo, ya que de no ser así no se podría hacer uso de un medio que 
legalmente no existe. 
Lo que se busca por medio de estos recursos es que la administración revise su 
accionar y lo pueda corregir si es necesario y si lo actuado perjudica a la 
población, de igual forma evita que los órganos administrativos sean enjuiciados 
directamente por los tribunales contencioso- administrativos, otorgándoles un 
plazo para que estos reflexionen sobre su actuar. También sirven de medio de 
garantía para los administrados, y evitan que estos acudan a los procesos 
judiciales que suelen tornarse interminables. (Monografía; Propuesta de Reforma 
del Sistema Jurídico de los Recursos Administrativos en Nicaragua). 
CARACTERISTICAS 
Los recursos administrativos poseen características propias de los recursos 
procesales, estos deben verse como un instrumento de revisión de los actos 




administrativos. Las resoluciones producto de los recursos administrativos puede 
en ocasiones mantenerse y en otras variar (modificar el acto administrativo del 
cual se recurre), lo que produciría un cambio en los efectos jurídicos que el acto 
pretendía producir.  
A como se ha mencionado anteriormente, dentro de nuestra legislación no existe 
una ley de procedimiento administrativo que regule las características esenciales 
de los recursos administrativos 
TIPOS DE RECURSOS ADMINISTRATIVOS 
Nuestra legislación, mediante la Ley 290, “Ley de Organización, Competencia y 
Procedimientos del Poder Ejecutivo y su Reglamento” establece en sus artículos 
39 y 44 los recursos de revisión y apelación  respectivamente. Sin embargo los 
recursos que se agotan dentro de la vía administrativa municipal son los 
establecidos en la Ley 40 y 261 “Ley de Municipio y sus Reformas “y 261 ley de 
Municipio y sus Reformas.  
Los recursos que la ley otorga a los administrados para defenderse de las 
actuaciones de la administración municipal, los encontramos regulados en el Titulo 
IV de la Ley de Municipios y sus Reformas, en su artículo 40. Estos recursos son 
el de revisión y el de apelación, los que se interpondrán ante el Alcalde y el 
Concejo Municipal respectivamente. 
Una vez que el Concejo Municipal ha conocido el recurso de apelación y se ha 
pronunciado ya sea a favor o en contra del recurrente, aquí se agota la vía 
administrativa, quedando a salvo el recurrente de activar la vía judicial mediante el 
recurso de Amparo o mediante el Contencioso Administrativo. 
Ya estudiados los recursos por medio de los cuales el administrado puede activar 
la vía administrativa municipal abordaremos el procedimiento interno por medio del 
cual se evacuan dichos recursos en la Alcaldía de Managua. 
 




PROCEDIMIENTO DE HECHO DE LA ALCALDIA DE MANAGUA 
Antes de entrar en detalles, consideramos oportuno señalar que no solo las 
decisiones que directamente toma el Alcalde son las susceptibles de recursos, ya 
que debemos tomar en cuenta que el Alcalde designa delgados en los diferentes 
distritos de la capital, así como Directores para las distintas aéreas y 
Departamentos de trabajo, y las decisiones que estos tomen son consideradas 
como decisiones provenientes del Alcalde; entre ellas podemos señalar los 
permisos de construcción, las multas ambientales, los reparos a las empresas, las 
multas por atrasos en los pagos de los impuestos municipales, entre otras. 
Una vez se ha notificado una decisión por escrito, o se ha puesto en conocimiento 
de manera verbal, los perjudicados se presentan el Recurso de Revisión ante el 
Despacho del Alcalde, en donde lo recibe la secretaria de la ventanilla y 
posteriormente lo remite por escrito a la secretaria personal del Alcalde, quien 
mediante memorándum lo remite al Asesor Legal del Despacho del Alcalde para 
que este a su vez lo remita al Director General Legal. En este proceso muchas 
veces transcurren de 5 hasta 15 días, por lo que los días que tendrán para 
resolver el recurso son menores al llegar a manos de la persona encargada de 
conocer el caso. 
Ya estando el recurso en la Dirección General Legal, el Director General lo remite 
al Director Especifico de la Dirección Especifica de Recursos Administrativos y 
Asuntos Naturales, quien lo pasa a manos del Jefe de Departamento de Recursos 
Administrativos, quien es el encargado de asignárselo a uno de los Abogados que 
integran el Departamento en mención. 
Una vez que el abogado tiene el recurso de revisión en sus manos, este procede a 
asignarle un número de expediente de conformidad al libro de entradas, solicitar 
información e informe del caso a la entidad que emitió la resolución (Urbanismo, 
Medio Ambiente, Recaudación, entre otras), proceder a realizar una inspección y 
finalmente preparar un proyecto de resolución que antes de remitirse a firma de la 
Alcaldesa tiene que ser revisado por el Jefe de Departamento, el Director 




Especifico y el Director General Legal, quien posteriormente lo pasa a firma de la 
Alcaldesa. Firmada la resolución por la Alcaldesa se le asigna un numero y se 
remite nuevamente a la Dirección General Legal para que el Abogado que preparo 
la propuesta proceda a realizar la cedula de notificación y a notificarla. 
Una vez notificado y si es a favor del recurrente y dicha resolución afecta a un 
tercero, el tercero puede recurrir de apelación dentro los cinco días hábiles 
siguientes, de no hacerlo la resolución queda firme. Si la resolución es en contra 
del recurrente este tiene el mismo derecho de recurrir de apelación ante el 
Concejo Municipal. El recurso de apelación se interpone ante la Secretaria del 
Concejo Municipal, quien lo remite al Secretario General y este a su vez lo pasa 
nuevamente a la Dirección General Legal, donde se le asigna al Abogado que 
conoció del caso en revisión, quien prepara su proyecto de resolución y lo remite 
nuevamente a la Secretaria del Concejo Municipal previa revisión del Jefe de 
Departamento, Director Especifico y Director General Legal. Una vez que la 
propuesta de resolución se encuentra en la Secretaria del Concejo Municipal, se 
entrega copia del expedienté administrativo y de la propuesta de resolución a cada 
uno de los concejales, esto con el fin de que conozcan el caso y sea discutido en 
la Sesión Municipal que mes a mes realiza el Concejo.  
De este capítulo, podemos concluir que el procedimiento administrativo ha sido 
fundamental dentro de los órganos de la administración ya que brinda una mayor 
seguridad jurídica a la población; de igual forma los Recursos Administrativos son 
el instrumento de defensa en contra de las actuaciones de las autoridades 
administrativas. Tanto el procedimiento administrativo como los recursos, 
mantienen la esencia del Derecho Administrativo, el cual tiene una relación muy 
estrecha con el Municipio, ya que ambos tienen como fin regular las actuaciones 
de la administración, brindar seguridad jurídica a los administrados y la 
descentralización del poder al Gobierno Central. A continuación estudiaremos al 
Municipio, sus funciones como órgano descentralizado y el agotamiento de la vía 
administrativa municipal. 





GENERALIDADES DEL MUNICIPIO 
RESEÑA HISTORICA 
Si bien es cierto, el municipio a como lo conocemos en la actualidad empezó a 
formarse a través de las conquistas del Imperio Romano, los municipios surgen 
desde mucho antes, solo que de una manera distinta y desorganizada. Esta 
afirmación se debe a que los municipios surgen con el origen de la civilización, ya 
que con el simple hecho de que un conglomerado de personas se acentuara en un 
territorio o determinado lugar geográfico, ya se encontraban constituidos como un 
municipio. 
No existe claramente un momento exacto en el cual se determine el nacimiento 
del municipio, para algunos fue en el antiguo Egipto, mientras hay quienes afirman 
que surge con la creación de los Demos en Atenas. Autores como Munro y 
Carmona Romay aseguran que la Polis Griega era el estado-ciudad, y que los 
Demos constituían los municipios. (Citas de Antonio María Hernández en su texto 
Derecho Municipal, Parte General. Pg. 91) 
Existe una diversidad de teorías en relación a cómo surge el Municipio, teorías 
que se diferencia unas de las otras, sin embargo todas ellas han sido útiles para 
determinar y tener una idea de cómo y cuando surgió el Municipio.  
Teresita Rendón Huerta nos realiza una división de las diferentes teorías que 
señalan el origen del Municipio, dividiéndola en dos posturas; las posturas 
naturistas y las formalistas. Dentro de las naturistas nos plantea una de origen 
divino, una de origen socio económico y otra de naturaleza humana; y las 
formalistas que se encuentran más apegadas al Derecho. 
Friedrich Engels señala que “La sociedad comunal existe en todos los pueblos 
cualesquiera que sean sus usos y sus leyes; el hombre es quien forma los reinos y 
crea las repúblicas; la comuna parece salir directamente de las manos de Dios”. 




(Engels, Federico. El origen de la familia, la propiedad privada y el Estado. 
Ediciones de Cultura Popular/Biblioteca Marxista. México, 1979. Pág. 29, 12ª. 
Reimpresión). De esta afirmación, podemos extraer que el simple hecho de que 
exista una agrupación, un conjunto de personas reunidas y que conviven entre sí 
en la naturaleza, es constitutivo del municipio. Por ende el Municipio surge con la 
vida misma, por la gracias de Dios, he aquí el sentido de que se diga que el 
Municipio es de origen divino.  
Cuando hablamos de que el Municipio es de origen socio económico, nos 
referimos al control y a la administración que este tiene sobre la población. Para 
explicar un poco mas esta afirmación, retomaremos a Lenin, quien citando a 
Engels afirma que “El Estado es, más bien, un producto de la sociedad al llegar a 
una determinada fase de desarrollo; es la confesión de que esta sociedad se ha 
enredado consigo misma en una contradicción insoluble, se ha dividido en 
antagonismos irreconciliables, que ella es impotente para conjurar. Y para que 
estos antagonismos, estas clases con intereses económicos en pugna, no se 
devoren a sí mismas y no devoren a la sociedad en una lucha estéril, para eso 
hízose necesario un Poder situado, aparentemente, por encima de la sociedad y 
llamado a amortiguar el conflicto, a mantenerlo dentro de los límites del orden…”. 
(Lenin, Vladimir I. El Estado y la Revolución. Ediciones Proyecto Espartaco. 1917). 
De aquí se desprende que al verse y existir un conflictos de intereses dentro de la 
sociedad, se hizo necesario el surgimiento de un órgano encargado del control y 
administración, he ahí donde surge el Estado y con el nace el Municipio, para la 
administración y el buen manejo de los intereses socio económicos y las 
necesidades de esas sociedades en conflictos.   
 
Cuando hablamos de que el Municipio tiene su origen en la propia naturaleza del 
ser humano, nos referimos a que el ser humano, por su naturaleza se ve en la 
necesidad de buscar como agruparse. Los individuos no somos islas, contrario a 
esto sienten la necesidad de asociarse con las demás personas, de compartir y de 
convivir en unidad, sin embargo para que esa unidad y buena convivencia se 
mantenga es necesario que haya alguien al frente de la agrupación, un líder, una 




persona encargada de resolver cualquier conflicto que surja entre los individuos; y 
así es como surge el Municipio, como un órgano que por la misma naturaleza del 
ser humano debe de estar al frente de ellos.  
 
Contrario a todo lo planteado con anterioridad, las posturas formalistas afirman 
que el Municipio es posterior al Estado; que es este (el estado) quien le da vida y 
personalidad jurídica al Municipio.  
El municipio a como lo conocemos hoy en día empieza a surgir a través de las 
conquistas del Imperio Romano y con el afán del emperador de imponerse y 
mantener el poder, este empieza a crear leyes que poco a poco van dando forma 
al municipio. El emperador mediante leyes se otorga la facultad del cobro y 
recolección de impuestos, con los cuales se da a la tarea de la construcción de 
obras públicas, sin embargo, con la caída del imperio romano ya en la edad media 
la función municipal empieza a decaer. 
Luego se da la invasión árabe a España, y tras la reconquista española y la 
derrota de los árabes en el municipio vuelven a producirse algunos cambios, entre 
ellos uno de mucha importancia que les permite a los pobladores poder escoger 
su propio gobierno, también se abrieron los cabildos, los cuales en la actualidad 
aun existen, y se permite una mayor participación por parte de la población dentro 
del gobierno municipal. 
Con la Constitución de Cádiz en 1812, se lo dio mayor importancia a los gobiernos 
locales, y se le dio un titulo al cual se le denomino del gobierno interior de las 
provincias y pueblos. Aquí se determino el sistema de elecciones para los 
alcaldes, regidores y procuradores. Luego con la derrota de Napoleón Bonaparte, 
se pretendió abolir dicha constitución, la cual fue restablecida en 1820. (Arauz 
Robleto, Pedro. Derecho Municipal. Editorial El Amanecer. Managua, Nicaragua 
1995. Pg. 10). 
El Municipio en Nicaragua 




En Nicaragua, el Municipio también siempre ha existido. Recordemos que 
nuestros ancestros ya vivían en pequeñas comunidades o tribus que se 
encontraba asentadas en determinados territorios, solo que estos no contaban con 
una administración pública.  
Con el tiempo, ya tras la conquista española, se van consolidando con la 
fundación de León y Granada, y es así como empiezan a surgir nuevas leyes 
emanadas de la corona y el Rey de España EN 1524. A raíz de esto, se fundaron 
instituciones que permitían a los pobladores denunciar ante la Corona todo tipo de 
abuso que sufrieran por parte de los gobernadores. Aquí ya podemos ver como de 
manera indirecta se regula el funcionamiento de los gobernadores por medio de 
los Municipios, y como estos tienen funciones ligadas al gobierno central, que en 
ese entonces era el Rey de España.  
En un principio, estos municipios eran conocidos como Municipio Indígena, se 
encontraban integrados por Alcaldes y Regidores. Para 1685, el Municipio en 
Managua se encontraba integrado por 686 indios tributarios, tres alcaldes y sus 
regidores. Ya desde ese entonces miramos como los municipios eran los 
encargados del cobro de tributos. 
Para 1821, época en la que se da la Independencia, los Municipios se convierten 
en el mayor instrumento de expresión política, lo cual aun lo vemos reflejado en 
nuestra Constitución Política en su artículo 176, que establece que el Municipio es 
la unidad base de la división político administrativa del país. 
La primera Ley de Municipalidades que se dicto en Nicaragua y que vino a sustituir 
las Leyes Españolas que regían nuestro país, fue la del 11 de Mayo de 1835, la 
que posteriormente recibió un sinnúmero de reformas, pero fue la que definió a las 
Municipalidades y creó un espíritu de libertad constitucionalista. 
Otro de los logros importantes fue el de la Autonomía Municipal, otorgada por José 
Santos Zelaya, quien promulgo la Ley Orgánica de Municipalidades y emitió el 
ordenamiento Municipal, fijando una mayor precisión entre las Municipalidades y la 
Administración Central.  




Posteriormente, para el año 1937, se suprimieron algunas Municipalidades y se 
organizaron en juntas locales de administración, violentando flagrantemente la 
Constitución, sin embargo para 1950, tras una reforma a la Constitución, se 
preservo el Principio de Libertad Municipal; y para 1962, se introduce una nueva 
organización y se crean las figuras del Concejo y el Alcalde. 
Para el año 1966, se expreso que las Municipalidades no habían logrado obtener 
los resultados previstos por el Estado, por lo que se precedió a tomar el sistema 
planteado en 1950, lo que constituyo un enorme retroceso para los logros 
obtenidos con la creación de las Municipalidades, por lo que se les limito la 
autonomía; y con el triunfo de la Revolución Sandinista en 1979, el retroceso es 
aun mayor ya que se procedió a remover de sus cargos a todos los líderes 
políticos, y se sustituyeron los Alcaldes por Juntas Municipales de Gobierno.  
Durante el gobierno revolucionario se vinieron dando un sinnúmero de cambios 
dentro de estas instituciones, hasta llegar a formar la legislación Municipal a como 
actualmente se conoce, ya que en su última etapa de gobierno, lograron plasmar 
dentro de la Constitución como en la Ley y su Reglamento, Principios 
Municipalistas influenciados por la carta de Municipios Europeos (Arauz Robleto, 
Pedro. Derecho Municipal, p. 18). 
Es así como surge el Derecho Municipal en Nicaragua, el cual está enfocado a 
regular las relaciones entre la Municipalidad (Administración) y sus pobladores 
(Administrados), siendo esta relación la conexión existente entre el Derecho 
Municipal y el Administrativo, ya que la Municipalidad siendo un órgano público de 
administración posee la facultad de realizar actos y emitir resoluciones que afectan 
ya sea de manera positiva o negativa a los administrados, quienes por medio del 
Derecho Administrativo podrán actuar contra estos actos y/o disposiciones 
emanadas de esta autoridad y que ellos consideren les afecta o violentan sus 
derechos como individuo.  
 
 




El Municipio en Managua 
“Managua en su historia, nació entre y de los conflictos en su génesis 
fundacional como capital, y esos conflictos, ahora mutados, perduran y son 
los que la mantienen sumergida y sin reconstruirse”. (Lara, Jorge Bautista. La 
Urbanización de Managua. PAVSA, 2008. Primera Edición. Managua, Nicaragua. 
Pág. 11). 
Es por todos sabidos que en un principio la capital de Nicaragua había sido 
disputada entre los departamentos de León y Granada; posteriormente a causa de 
los constantes conflictos políticos la capital permaneció en diferentes 
departamentos además de León y Granada, también estuvo en Masaya, Managua 
y en Rivas. A raíz de esto, el día cinco de febrero del año 1852, se ordena que la 
Capital pase a ser Managua, siendo Capital de Nicaragua hasta la actualidad. 
No obstante, es importante saber que la historia de Managua data desde la época 
precolombina, en donde el poder era ejercido por un concejo de ancianos; 
posteriormente, tras la colonización de los españoles esta se funda como un 
Municipio Indiano o Colonial. Señala el Doctor Bautista Lara que tras la 
colonización por parte de la Corona Española, estos escogían los lugares en 
donde deberían asentarse y crearse los municipios, los cuales eran estructurados 
con una plaza central o parque, con una iglesia estilo colonial frente a este y el 
edificio de la alcaldía o ayuntamiento. En la actualidad podemos observar como en 
muchos municipios y en las ciudades que aun conocemos como coloniales existen 
estas estructuras; un parque central con su iglesia y su alcaldía frente al mismo 
(León, Granada, Rivas, Jinotepe y Jinotega por mencionar algunas), contrario a 
Managua que está estructurada de una manera totalmente distinta.  
En el año 1811, en Nicaragua inician los primeros brotes de lucha por la 
independencia de la corona española, sin embargo, el gobierno local de Managua 
se mantiene firme y leal a esta (la corona), por lo que en 1819, el Rey Fernando 
VII de España la eleva a villa y le da el nombre de Leal Villa de Santiago de 




Managua (se le da el nombre de Santiago ya que este era el santo patrono de 
Managua). 
Tras la independencia centroamericana el 15 de septiembre de 1821, en Managua 
y en Nicaragua se llevan a cabo cambios dentro del modelo político, no así en el 
modelo urbano de la capital. Al transcurrir los años, el 24 de julio de 1846 
Managua es elevada a ciudad, y diez años después, en 1856 es ocupada por las 
tropas estadunidenses a cargo de William Walker con el fin de crear una colonia, 
desatando nuevamente una guerra dentro del país. Posteriormente se crea un 
Gobierno Conservador que duro 36 años, periodo en el cual se creó el 
Departamento de Managua. 
En 1893 estalla la Revolución Liberal dirigida por el General José Santos Zelaya, 
quien el 25 de julio de ese mismo año entra victorioso a la capital, día en que se 
celebraba a Santiago, entonces santo patrono de Managua, ya que a tras la 
renuncia de Zelaya en el año 1909 los conservadores apoyan la idea de nombrar a 
Santo Domingo como santo patrono de la capital, quien desde el año 1910 hasta 
la fecha ha sido reconocido como tal. 
Dentro de los aspectos históricos relevantes de Managua también hay que señalar 
los dos terremotos que la destruyeron, el primero en 1931 y el segundo en el año 
1972. 
“La ubicación geográfica de Managua ha estado acompañada de los 
desastres naturales que han afectado constantemente a la ciudad, su 
construcción y reconstrucción, en su diseño, arquitectura y en definitiva su 
urbanización…”. (Lara, Jorge Bautista. La Urbanización de Managua. PAVSA, 
2008. Primera Edición. Managua, Nicaragua. Pág. 37). 
Tras estos terremotos que destruyeron a la capital casi en su totalidad, Managua 
perdió su estructura urbana colonial ya que sus casas eran hechas de adobe. 
Managua está situada sobre un sinnúmero de fallas geológicas que la amenazan 
con ser destruida por terremotos, lo que ha llevado a realizar edificaciones en 
algunos sectores sobre los cuales no pasan dichas fallas, existiendo hasta la fecha 




muchas aéreas en las cuales no se construye, dando una imagen de ciudad 
desierta, y aun existe en algunos sectores los escombros de lo que fue el 
terremoto del año 1972. Es así que se pierde la estructura colonial en la capital y 
se inician un nuevo estilo de construcciones y urbanizaciones, muchas de ellas en 
las afueras de la capital (carretera Masaya, carretera sur, carretera vieja y nueva a 
león, entre otras).  
El viejo centro de Managua quedo destruido y en la actualidad no se cuenta con 
un centro ya que si bien es cierto que existen grandes edificaciones (centros 
comerciales, hoteles, discos, bares, restaurantes, etc.), estas se encuentran 
dispersas por todo su territorio. 
Cabe señalar que Managua no solo se ha visto afectada por terremotos, la capital 
también ha sido víctima de huracanes y guerras que no han permitido su 
desarrollo urbanístico. La alcaldía de Managua ha venido realizando proyectos por 
su mejoramiento urbanístico y para atraer el turismo, han realizado grandes 
inversiones con el fin de crear una ciudad vistosa y habitable, sin embargo 
consideramos que aún está lejos de lograrlo, aun existen barrios con edificaciones 
del tercer mundo donde las condiciones de vida y de habitación no son dignas de 
una capital. 
Uno de los cambios más recientes que se han vivido en Managua como capital ha 
sido su reestructuración; anteriormente Managua se encontraba dividida en cinco 
distritos, pero con el actual gobierno municipal esta paso a dividirse en siete 
distritos, esto con el fin de realizar una administración más eficaz y una atención 
más personalizadas para sus habitantes, a como lo podremos observar en el 
Anexo No. 1. 
EL MUNICIPIO 
Municipio es una palabra que deriva de las voces MANUS y ACCIPERE. La 
primera significa empleo, servicio público, oficio; y la segunda es la acción de 
recibir algo. Esta palabra fue utilizada por los romanos, y así le llamaban a las 
provincias conquistadas y que se subordinaban al imperio, sin embargo les 




otorgaban la facultad de ejercer su propio gobierno local, algo similar a lo que hoy 
en día conocemos como autonomía municipal. (Picado Villagra, Henry. Todo 
Sobre Municipalidad en Nicaragua. León, Nicaragua. Editorial Universitaria, 
UNAN-León 2005. Pág. 32) 
El concepto de municipio varía según los autores que lo definan, sin embargo, 
posee algunos elementos característicos los cuales son la base de los mismos. 
Veremos algunos de los conceptos utilizados por algunos juristas para determinar 
cuáles son esas características en común. 
Para el jurista mexicano Carlos Quintana Roldan, el municipio es la institución 
jurídica, política, social que tiene como finalidad organizar a una comunidad 
en la gestión autónoma de sus intereses de convivencia primaria y vecinal, 
que está regida por un ayuntamiento, y que es con frecuencia la base de la 
división territorial, y de la organización política de un Estado.   
Según Teresita Rendón Huerta, el municipio es la entidad político-jurídica 
integrada por una población asentada en un espacio geográfico determinado 
administrativamente, que tiene unidad de gobierno y se rige por normas 
jurídicas de acuerdo a sus propios fines. 
De ambos conceptos, se puede desprender que el Municipio es una institución 
sujeta de derecho (institución político-jurídica) y que tiene por objeto organizar al 
conglomerado de personas que se han acentuado en un determinado y delimitado 
territorio y/o espacio geográfico; de estos conceptos también podemos determinar 
los elementos que conforman el municipio. 
ELEMENTOS 
El Territorio 
El territorio es el sitio y/o lugar donde se asentara la población y donde el 
municipio podrá ejercer sus funciones como poder público.  




La conformación de este elemento básico es uno de los problemas más 
significativos de todo régimen municipal; esto se debe a la hora de delimitarlo 
como tal, a la hora de fijar su radio, el área donde podrá ejercer su competencia. 
(Hernández, Antonio María. Derecho Municipal, Parte General. Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 2011. México, D.F. págs. 202-203). 
La Población 
Se entiendo por población, los individuos hombres y mujeres que habitan el 
territorio en donde el municipio ejerce sus funciones. Son las personas que a 
diario se relacionan con la administración municipal, es decir los administrados.  
Cabe señalar que para la conformación de este elemento no se requiere 
solamente una reunión de hombres; hace falta algo mas, hace falta la naturaleza 
política y social del hombre, las relaciones entre los individuos, sus costumbres y 
forma de asociación, las cuales darán su característica como población y como 
municipio. (Hernández, Antonio María. 2011. Págs. 208-209). 
El Gobierno Municipal 
Este elemento es la institución encargada de llevar a cabo las políticas del 
gobierno local, es la administración o alcaldía encargada de las políticas 
financieras y administrativas del municipio. El gobierno municipal está a cargo de 
un Concejo y de un Alcalde.  
El Concejo Municipal: 
Es un cuerpo colegiado el cual se encarga de legislar en materia municipal; este 
determinara las normativas internas de cada gobierno local para su 
funcionamiento. 
El concejo municipal tiene un carácter resolutivo y fiscalizador, es decir que tiene 
la facultad y potestad de fiscalizar el buen funcionamiento de la alcaldía, así como 
resolver cuando exista conflicto de intereses entre la administración y los 




administrados. El concejo municipal deberá velar por el buen funcionamiento de la 
municipalidad y por el bien común de los individuos que integran el municipio. 
El concejo municipal estará integrado por un sinnúmero de concejales, estos serán 
elegidos por medio del voto popular (el número de miembros será determinado por 
la ley de municipios de cada país) y por el Alcalde, quien será el presidente del 
mismo y quien lo presida.  
El Alcalde 
El Alcalde es elegido mediante el voto popular, es el jefe de la administración 
municipal y es el encargado de ejecutar y llevar a cabo las políticas en beneficio y 
en busca del bien común de la población.  
Es la máxima autoridad ejecutiva de un gobierno local, y está encargado de dirigir 
y presidir al gobierno municipal. Las funciones del alcalde se encuentran 
reguladas por la Ley de Municipios de cada país, y este como funcionario público 
no se puede exceder más allá de sus atribuciones. 
Con esto nos referimos a que en cumplimiento al principio de legalidad, el alcalde 
se debe de limitar a actuar conforme ley, este no puede actuar de manera 
discrecional si la ley no se lo permite ya que se estaría excediendo dentro de sus 
facultades. 
De manera conclusiva, podemos señalar que el Municipio siempre ha existido y 
que este ha venido evolucionando a través de la historia hasta llegar a conocerlo 
como hoy en día; sin embargo, cada país presenta características únicas dentro 
de su municipio, es decir sus elementos aun siendo los mismos van a variar, ya 
sea en la cantidad de pobladores, su extensión territorial y sus características 
dentro del Gobierno Municipal. A continuación estudiaremos los elementos 
característicos del Municipio en Nicaragua. 
 





GENERALIDADES DEL MUNICIPIO EN NICARAGUA 
EL MUNICIPIO 
El Municipio es una persona jurídica pública, estos se encuentran en plena 
capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones. Son las Municipalidades 
quienes definen su desarrollo económico, político y social, sin más limitaciones 
que las establecidas por la Ley. Esto lo podemos afirmar tomando en cuenta que 
son autónomas, con personalidad jurídica y patrimonio propio, a como lo establece 
nuestra constitución política en su artículo 177.  
Al tener su personalidad jurídica, estas son sujetas de derecho. Nuestra 
Municipalidad se encuentra constituida por el Concejo Municipal y por el Alcalde, 
aunque el Derecho comparado ofrece diversas formas de organización. Según 
Arauz Robleto en su texto Derecho Municipal, entre las más conocidas podemos 
señalar: 
GOBIERNO POR ASAMBLEA: 
Es en el cual un órgano colegiado llamado Concejo Municipal, concentra las 
atribuciones esenciales del gobierno y de la administración. El Alcalde tiene 
funciones que se limitan a las meramente honorificas, a presidir y a 
representar al Concejo. 
Nuestra legislación Municipal vigente está cimentada en este principio de 
organización, tratando de determinar y definir las funciones que le 
competen al Concejo y las funciones que le competen al Alcalde, 
determinando nuestra legislación como máxima autoridad, la voluntad 
colegiada del Concejo Municipal, quien es el que toma las decisiones y el 
cual necesita para esto una mayoría relativa. 
Esto significa que el Concejo Municipal actúa como un cuerpo colegiado 
encargado de legislar y tomar decisiones. Estas se encuentran revestidas 




de legitimidad ya que los Concejales que lo integran son electos por medio 
del voto popular, y actúan en nombre y representación de los pobladores 
del municipio al cual representan. 
GOBIERNO PRESIDENCIALISTA 
Este se basa en un Alcalde con amplias atribuciones ejecutivas, y un 
Concejo con funciones reducidas a algunas facultades constitutivas, 
presupuestarias, reglamentarias y de control. 
Es decir, el Alcalde es la máxima autoridad, la decisión que el Alcalde tome 
no podrá ser revocada por el concejo municipal, el cual posee facultades 
meramente administrativas. 
GOBIERNO POR COMISION 
Supone la elección democrática motivada por la capacidad técnica de tres o 
cinco jerarcas que son cabezas, y a la vez, de cada uno de los 
departamentos en que se divide la administración.  
GOBIERNO POR GERENTE 
Permite la subsistencia del Gobierno Municipal elegido con arreglo de la 
Ley Electoral, que a su vez designa un gerente técnico, con competencia 
personal al que se otorgan amplios poderes ejecutivos, quedándole al 
Alcalde la función de presidir el Concejo. 
GOBIERNO POR ALCALDE O ADMINISTRADOR 
Es aquel que mantiene una dirección política, pero que incorpora la 
capacidad técnica de administradores profesionales. 
 
ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN 
El Título III de la Ley 40 y 261 “Ley de Municipios y sus reformas”, nos establece 




como elementos del Municipio al Territorio, la Población y el Gobierno Municipal, 
de no existir estos tres elementos no es posible conformar un Municipio. 
 
Territorio 
El territorio es en donde se encuentra físicamente asentada la Municipalidad. 
Según el artículo 13 de la Ley de Municipios, es la circunscripción o termino 
municipal donde el municipio ejerce sus atribuciones. El territorio del municipio se 
establece en la Ley de División Política Administrativa. 
Con estas afirmaciones demostramos la importancia que tiene el territorio para 
que se pueda constituir un municipio; este (territorio) es sumamente indispensable 




Según el artículo 15 inciso 2 de la Ley de Municipios, la población son las 
personas que con carácter temporal permanecen en el Municipio. La población es 
el conglomerado de personas que habitan el territorio donde se encuentra 
asentado el Municipio y sobre quienes ejercen las funciones administrativas las 
autoridades municipales. 
La población varia constantemente, ya sea por personas que cambian su domicilio 
o por nacimientos y defunciones. 
 
GOBIERNO MUNICIPAL 
El gobierno municipal es el encargado de la administración pública; el artículo 17 
de la Ley de Municipios establece que: “El gobierno y la administración de los 
Municipios corresponden a las autoridades municipales, las que desempeñaran 
sus atribuciones de conformidad con la Constitución Política y la presente Ley, a 
fin de satisfacer las necesidades y aspiraciones de su comunidad”. 




Las autoridades municipales a las que se refiere lo antes señalado son el Alcalde, 
quien se encarga de ejecutar y llevar a cabo las atribuciones que establece la Ley 
y el Concejo Municipal, órgano colegiado de carácter deliberante, el cual estará 
presidido por el Alcalde. De aquí se desprende que el Alcalde es la autoridad 
administrativa y el Concejo Municipal es la autoridad normativa. 
 
El Concejo Municipal 
Es la máxima autoridad normativa del gobierno local; el artículo 26 de la ley 40 y 
261, Ley de Municipios y sus Reformas establece la forma en que estarán 
integrados según el número de habitantes. Para Managua establece que estará 
integrado por 20 Concejales, las cabeceras departamentales y municipios con 
población mayor de 30,000 habitantes contara con un Concejo integrado por diez 
miembros, y aquellos con menos de 30,000 habitantes su Concejo será de cinco 
miembros. 
El Concejo Municipal tiene funciones normativas, administrativas y deliberativas; 
las normativas son aquellas mediante las cuales se establecen las orientaciones 
generales en los asuntos económicos, políticos y sociales del municipio y las 
orientaciones particulares sobre temas específicos de interés comunitarios. Estas 
se expresan a través de Ordenanzas y Resoluciones. Las funciones 
administrativas son mediante las cuales controla y fiscaliza el actuar del alcalde y 
de la administración, y las funciones deliberativas son mediante las cuales discute 
los problemas de la población y realiza acuerdos para resolverlos. (Derecho 
Municipal. Clases Presenciales de Derecho Municipal en la Universidad Popular 
de Nicaragua. Nica Ediciones, 1999. Managua, Nicaragua). 
Dentro de las principales atribuciones que el artículo 28 de la Ley de municipios 
establece y que están relacionadas con la organización encontraremos las 
siguientes: 
• Aprobar el manual de organización y funciones de la municipalidad 
• Elaborar y aprobar el reglamento interno de organización y funcionamiento 




del Concejo Municipal 
• Elegir de su seno al secretario del Concejo Municipal cuyas atribuciones las 
determinara el reglamento de la Ley de Municipios 
• Definir y asignar atribuciones al vice alcalde quien desempeñara 
atribuciones administrativas o de supervisión sin detrimento de aquellas 
establecidas en la Ley de Municipios. 
 
El Alcalde 
El artículo 33 de la Ley 40, Ley de Municipios establece que el Alcalde es la 
máxima autoridad ejecutiva del Gobierno Municipal. Dirige la ejecución de las 
atribuciones municipales, coordina su ejercicio con los programas y acciones de 
otras instituciones y vela por el efectivo cumplimiento de estos, así como por la 
inclusión en tales programas de las demandas de su población. 
Algunas de las atribuciones más importantes del Alcalde establecidas en el 
artículo 34 de la Ley de Municipios son: 
• Dirigir y presidir el gobierno municipal 
• Representar legalmente al municipio 
 
LEGISLACION MUNICIPAL 
Nicaragua ha tenido un gran número de Leyes municipales, y antes de estudiar las 
que actualmente rigen a la administración municipal realizaremos un breve 
resumen de las más importantes leyes municipales que hemos tenido.  
La Constitución de Estado de 1826, en el capitulo único de su titulo XI, en su 
artículo 150 expresa que para el Gobierno interior de los pueblos, habrá 
municipalidades compuestas de alcalde ó alcaldes, regidores, y de procurador ó 
procuradores, síndicos popularmente electos. Esta fue la primera constitución en 
reconocer legalmente a los Municipios. 




Posteriormente, Nicaragua dicto su primera Ley de Municipalidades el 11 de Mayo 
de 1835, esta sustituyo a la legislación española y que estaría vigente durante casi 
70 años, hasta que el  gobierno de José Santos Zelaya dictó la segunda Ley de 
Municipalidades en 1984. Durante la administración de José María Moncada, el 
Congreso Nacional  aprobó la Ley creadora del Distrito Nacional en 1930, con lo 
cual desaparece el Alcalde y los concejales de Managua, reemplazados por 
personas nombradas directamente por el Ejecutivo. Durante la «era somocista,» 
se crea el Ministerio del Distrito Nacional, en 1939, sustituyendo los alcaldes 
electos popularmente  por los nombrados por Somoza (Manfut, 2001). 
En 1950, se reformo la Constitución, está en su artículo 15 establecía que el 
territorio se divide en Departamentos y éstos en Municipios, además de existir un 
Distrito Nacional; preservando de esta forma el principio de libertad municipal. En 
1962, se dio una nueva reforma y se introdujo un nuevo modelo de organización 
municipal muy similar al norteamericano, con un Concejo y un Alcalde. Para 1966, 
se retomo una vez más el sistema de 1950 y la municipalidad se volvió a regir bajo 
el gobierno central. 
Luego del derrocamiento de Somoza, el nuevo gobierno se dio a la tarea de 
sustituir a los Alcaldes, y se crearon Juntas Municipales de Gobiernos y Juntas de 
Reconstrucción Municipal, y para el 10 de Octubre de 1979, se creó la Secretaria 
de Asuntos Municipales. Esta secretaria sería la encargada de la aprobación de 
los Planes de Arbitrios, los cuales rigen a las municipalidades. (Robleto, 1995) 
Luego, en 1982 desapareció esta Secretaria (de asuntos municipales) y es 
sustituida por la Secretaria de Coordinación Regional, la cual en coordinación con 
la Secretaria de Asuntos Municipales coordinaban y dirigían las actividades 
municipales de cada región. 
Para 1987, en la Constitución del 9 de Enero se le da un mayor auge al Derecho 
Municipal, ingresando estos dentro de la división político administrativa y 
consagrando el principio de autonomía municipal. El 17 de Agosto de 1988 se 




publico la Ley de Municipios Actual y en 1989 se promulgo el Plan de Arbitrios. 
(Robleto, 1995) 
De esta manera, podemos observar como surge el Derecho Municipal y como 
viene evolucionando a través de los años hasta lo que ahora conocemos, como 
algunos aspectos ya no se ponen en práctica por encontrarse el Derecho 
Municipal en otro contexto y como se recogen algunas prácticas que han sido 
útiles tanto para las municipalidades como para la población. Entre ellas podemos 
mencionar:  
• La elección de estas autoridades debe ser directamente por el pueblo 
• La autonomía municipal 
• El modelo norteamericano de Concejo y Alcalde 
• Entre otras 
De este capítulo concluimos que en Nicaragua el municipio juega un papel 
sumamente importante dentro de la división político administrativa del país, 
también podemos concluir que las decisiones y resoluciones que emanan del 
Concejo Municipal tienen más legitimidad que legalidad, ya que emanan de un 
órgano colegiado electo por el voto popular. Cabe señalar que en cada municipio, 
varia en número de miembros que integran al Concejo Municipal, dependiendo de 
la cantidad de pobladores que lo integren; sin embargo, el presente trabajo 
monográfico está enfocado en el Municipio de Managua, por lo cual nos 
concentraremos en el estudio del municipio en mención. 
  





EL MUNICIPIO DE MANAGUA 
 
ESTRUCTURA 
El Municipio de Managua se encuentra dividido en siete distritos; posee una 
superficie total de 813 km cuadrados y una población de un millón, ochocientos mil 
habitantes (1,800.000), esto según datos suministrados por el sitio oficial de la 
Alcaldía de Managua, los cuales se encuentran actualizados hasta el año 2010. 
El organigrama estructural de la Alcaldía de Managua se encuentra dividido en 
cinco tipos de órganos; 1) Los Órganos de Nivel Superior, 2) Los Órganos de Nivel 
de Asesoría, 3) Los Órganos de Nivel Sustantivo y de Apoyo, 4) Los Órganos a 
Nivel Territorial y 5) Los Órganos Descentralizados. A continuación detallaremos 
como se componen cada uno de estos órganos y las funciones que estos realizan.  
Órganos de Nivel Superior: 
Se encuentran constituidos por el Concejo Municipal, la Dirección Superior y la 
Secretaria General. El Concejo Municipal se encuentra integrado por una 
Secretaria del Concejo Municipal; la Dirección Superior es integrada por el 
Despacho del Alcalde, el Despacho del Vice Alcalde y la Dirección General de 
Auditoría Interna. El Despacho del Alcalde dirige a la Dirección de Relaciones 
Publicas e Internas, la Dirección de Adquisiciones, la Dirección de Programas 
Sociales y la Dirección de Deportes; el Despacho del Vice Alcalde dirige la 
Dirección de la Mujer y la Familia; y la Dirección General de Auditoría Interna es la 
que se encuentra a cargo de la Dirección de Auditoría Financiera y de 
Cumplimiento, la Dirección de Auditoria Operacional y la Dirección de Auditoria 
Especial. La Secretaria General está a cargo de la Dirección de Registro Civil, la 
Dirección de Cultura y Patrimonio Histórico Municipal y la Dirección de Auditoria 
Especial.   




Órganos de Nivel de Asesoría: 
Se encuentran constituidos por la Unidad Ejecutora del Programa (UEP); la 
Dirección General Legal; la Dirección General de Sistemas y la Dirección General 
de Planificación. La Dirección General Legal se encuentra conformada por una 
Dirección de Asuntos Judiciales, una Dirección de Asesorías Legales y una 
Dirección de Recursos Administrativos y Asuntos Notariales; la Dirección General 
de Sistemas la componen la Dirección de Organización y Métodos, la Dirección de 
Informática y la Dirección de Servicios Técnicos, y la Dirección General de 
Planificación, la integran una Dirección de Planificación Estratégica y una 
Dirección de Planificación Económica.  
Órganos de Nivel Sustantivos y de Apoyo: 
Estos órganos los integran la Dirección General de Recaudación, la Dirección 
General de Proyectos, la Dirección General de Infraestructura y Servicios 
Municipales, la Dirección General de Medio Ambiente y Urbanismo y la Dirección 
General Administrativa Financiera.  
Cada una de estas Direcciones Generales se encuentra conformada por 
Direcciones Especificas; la Dirección General de Recaudación está integrada por 
una Dirección de Registro del Contribuyente, Dirección de Ingresos, Dirección de 
Cartera y Cobro y una Dirección de Fiscalización; la Dirección General de 
Proyectos la constituyen una Dirección de Formulación y Evaluación, y otra 
Dirección de Proyectos Municipales; la Dirección General de Infraestructura y 
Servicios Municipales está a cargo de una Dirección de Infraestructura, una 
Dirección de Ornato y otra Dirección de Limpieza Pública; la Dirección General de 
Medio Ambiente y Urbanismo se divide en una Dirección de Gestión Ambiental, 
una Dirección de Urbanismo y otra Dirección de Catastro Municipal, y finalmente la 
Dirección General Administrativa Financiera se sub divide en una Dirección de 
Recursos Humanos, una Dirección de Servicios Administrativos, una Dirección de 
Almacenes, una Dirección de Finanzas y otra Dirección de Talleres. 
Órganos de Nivel Territorial: 




Los órganos del nivel territorial se encuentran divididos en siete distritos; cada 
distrito está compuesto por un determinado número de barrios, y se encargan de 
llevar a cabo la administración pública.  
Cada Distrito territorial está dirigido por un Delegado el cual es nombrado por el 
Alcalde y tiene plenas facultades de actuar en nombre y representación de la 
Alcaldía de Managua (siempre y cuando no se exceda en el cumplimiento de sus 
funciones), de igual forma cada delegación distrital posee una oficina que se 
encarga de cumplir con cada una de las funciones establecidas dentro del 
organigrama estructural de la Alcaldía de Managua como lo son Recaudación, 
Medio Ambiente y Urbanismo, Catastro, Área Legal, Proyectos, entre otras. 
Cada una de estas Delegaciones Territoriales tienen como fin mantener una 
atención personalizada a la población y descentralizar un poco el trabajo del 
Gobierno Central, esto con el objetivo de realizar una mejor administración y 
resolver la mayor cantidad de problemáticas que vive la población y satisfacer sus 
necesidades.  
Órganos Descentralizados: 
Los órganos descentralizados que se constituyen como parte de la Alcaldía de 
Managua son dos; La Corporación Municipal de Mercados de Managua 
(COMMEMA) y El Instituto Regulador de Transporte del Municipio de Managua 
(IRTRAMMA). 
COMMEMA se encarga de la administración y el buen funcionamiento de todos los 
Mercados de la Capital, e IRTRAMMA es el ente regulador del transporte colectivo 
dentro de la capital.  
Debido a que Managua como capital es sede de los Poderes del Estado y centro 
de comercio, el organigrama estructural de su Alcaldía posee una complejidad que 
no encontramos en los demás municipios del país la cual que podremos observar 
en los Anexo No. 2.  
 





El Marco Jurídico municipal es muy amplio, Nicaragua como un Estado de 
Derecho se rige por una Constitución Política, en la cual se concentran 
principalmente la legislación concerniente a los asuntos municipales.  
Partiendo del hecho de que la legislación municipal es demasiado amplia, no 
abordaremos con profundidad cada una de ellas; estudiaremos los detalles 
generales de las leyes que consideramos tienen mayor injerencia en los asuntos 
municipales. 
La Constitución Política 
En ella se establecen las relaciones que existen entre los municipios y el gobierno 
central, así como la relación con los demás poderes del Estado y la población. 
Nuestra Constitución Política regula todo lo relacionado a los Municipios en los 
artículos 175 al 179 Cn; en ellos se determina que el Municipio es la unidad base 
de la división político administrativa del país, así como la autonomía política 
administrativa y financiera de la cual gozan las municipalidades. De igual forma se 
establece los parámetros electorales a seguir para llevar a cabo la elección de las 
autoridades municipales, así como la facultad que tendrán las municipalidades de 
regirse a través de la Ley de la Materia (Ley de Municipios). 
Ley de División Política Administrativa 
La Ley de División Política Administrativa es la Ley No. 59, publicada en La 
Gaceta Diario Oficial No. 189 del 06 de octubre de 1989. Dicha ley establecía en 
su artículo número 6 que el territorio nacional se divide en nueve regiones, 
diecisiete departamentos y ciento cuarenta y tres municipios, cuya demarcación y 
límites se detallaban en la misma ley; posteriormente el 6 de diciembre del año 
1991, a través de la Ley No. 137 se realizo una reforma en la cual se eliminaron 
las regiones como instancias administrativas y se establecieron los departamentos 
y municipios, a excepción de las Regiones Autónomas del Atlántico Norte y Sur 
(RAAN y RAAS). Luego, en junio del año 1996, mediante la Ley No. 221, se 




reforme el artículo 6 de la Ley No. 59, la cual estableció que: “El Territorio 
Nacional se divide en dos Regiones Autónomas, quince departamentos y 
ciento cuarenta y cinco municipios, cuya demarcación y limites se detallan 
en la publicación oficial de los Derroteros Municipales de la Republica de 
Nicaragua publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 241 del 22 de Diciembre 
de 1995. (Castillo Venerio, Marcelina. El Municipio y su Rol en el Desarrollo Local. 
Universidad Centroamericana, 2006. Boaco, Nicaragua. Pág. 9). 
Esta Ley establece la División Política Administrativa del país y nos señala su 
estructura a como actualmente la conocemos, otorgándole un valor de suma 
importancia a los municipios, quienes juegan un factor determinante dentro de 
esta división. 
Ley Electoral 
La Ley Electoral es de vital importancia para los Municipios ya que en ella se 
establecen los parámetros y las reglas del juego a seguir para la elección de 
Alcalde, Vice Alcalde y Concejales que integraran el Gobierno Municipal durante el 
periodo establecido por la Ley. 
Ley de Municipios 
La Ley 40, Ley de Municipios y la Ley 261, Reformas e Incorporaciones a la Ley 
de Municipios, tiene como objetivo dotar a la administración municipal de un marco 
legal que le ayude a cumplir con las demandas de la nueva sociedad en 
construcción, así como desarrollar la autonomía municipal, las competencias, 
formas de gobierno y relaciones con otras instituciones estatales.   
Ley de Expropiación de Tierras Urbanas Baldías 
Esta Ley surge a consecuencia de la gran cantidad de asentamientos en los 
cuales habitan personas con la necesidad de que se les legalice y se les entregue 
un título de propiedad; y siendo que el Estado debe de dar respuesta a estas 
demandas, el día 5 de diciembre de 1981, la Junta de Gobierno de reconstrucción 
Nacional de la Republica de Nicaragua emitió el Decreto No. 895, el cual fue 




publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 284, del 14 de Diciembre de 1981. Su 
objetivo principal es la expropiación de las tierras urbanas baldías que sean aptas 
para el desarrollo urbano y los derechos conexos a dichas tierras.   
 Plan de Arbitrios del Municipio de Managua 
Decreto No. 10-91, en el se establece las fuentes de ingresos fundamentales para 
Managua. El patrimonio de los municipios se compone de bienes muebles e 
inmuebles, por los cuales se pueden cobrar los impuestos establecidos por la ley y 
recaudar los fondos para el mejor funcionamiento de la administración y para re 
invertirlos dentro del mismo Municipio.  
Ley de Régimen Presupuestario Municipal 
Dicha Ley tiene por objeto establecer las normas y principios generales que 
requieren las Municipalidades para la elaboración, aprobación, modificación, 
ejecución, seguimiento, cierre y evaluación de sus presupuestos. 
Ley de Solvencia Municipal 
Esta Ley tiene por objeto regular el mecanismo de la solvencia municipal con el fin 
de coadyuvar a los esfuerzos de los gobiernos municipales de hacer efectiva la 
recaudación de los impuestos municipales contemplados en las leyes de la 
materia para poder cumplir con las competencias que la Ley de Municipios 
mandata.  
Estas son solamente algunas de las Leyes que rigen la legislación municipal en 
Nicaragua, sin embargo esta es bien amplia; las demás leyes se encuentran 
detalladas en el anexo no. 3 
COMPETENCIAS 
De las Leyes antes mencionadas se desprenden las facultades y competencias 
del Gobierno Municipal de Managua. Partiendo de la autonomía que poseen las 
municipalidades, la Alcaldía de Managua está facultada para regular y administrar 




bajo su propia responsabilidad y en provecho de sus pobladores, los asuntos 
públicos que la constitución y las leyes le señalen. 
Nuestra Constitución Política establece en su artículo 177 al igual que la ley de 
Municipios en su artículo 6 que los gobiernos municipales tienen competencia en 
materia que incidan en el desarrollo socio-económico de su circunscripción. En los 
contratos de explotación racional de los recursos naturales ubicados en el 
municipio respectivo, el Estado solicitara y tomara en cuenta la opinión de los 
gobiernos municipales antes de autorizarlos.  
El gobierno municipal tiene el deber y el derecho de resolver, bajo su 
responsabilidad, por si o asociados, la prestación y gestión de todos los asuntos 
de la comunidad local, dentro del marco de la Constitución Política y demás leyes 
de la nación. 
El artículo 7 de la ley de municipios, señala las siguientes competencias del 
Gobierno Municipal: 
1. Promover la salud y la higiene comunal. Para tales fines deberá: a) Realizar 
la limpieza pública por medio de la recolección, tratamiento y disposición de 
los desechos sólidos; b) Responsabilizarse de la higiene comunal, 
realizando el drenaje pluvial y la eliminación de charcas; c) Coordinar con 
los organismos correspondientes la construcción y mantenimiento de 
puestos y centros de salud urbanos y rurales; y d) Promover y participar en 
las campañas de higiene y de salud preventiva en coordinación con los 
organismos correspondientes.  
2. Cumplir y hacer cumplir el funcionamiento seguro e higiénico de mercados, 
rastros y lavaderos públicos, ya sea los que se encuentran bajo su 
administración o los autorizados a privados, ejerciendo en ambos casos el 
control de los mismos. 
3. Autorizar y registrar fierros, guías de transporte y cartas de venta de 
semovientes 




4. Dictar las normas de funcionamiento de los cementerios de acuerdo al 
reglamento correspondiente, por lo que podrá: a) Construir, dar 
mantenimiento y administrar los cementerios públicos; y b) Otorgar 
concesiones cuando lo estimase conveniente para la construcción o 
administración de cementerios privados y supervisar el cumplimiento del 
reglamento respectivo. 
5. La Planificación, normación y control del uso del suelo y del desarrollo 
urbano, sub urbano y rural, por lo que podrá: a) Impulsar la elaboración de 
planes o esquemas de desarrollo urbano y garantizar el cumplimiento de los 
mismos; b) Delimitar el área urbana de la ciudad cabecera municipal y de 
las áreas rurales del Municipio sin afectación de las líneas limítrofes 
establecidas; c) Regular y controlar el uso del suelo urbano de acuerdo a 
los planes de desarrollo vigente; d) Monitorear el uso del subsuelo, de 
conformidad con la Ley de la materia y el ente estatal correspondiente; e) 
Controlar el cumplimiento de las normas de construcción en general, que se 
realicen en su territorio; f) Garantizar el ornato público; g) Ejercer las 
facultades de declaración de utilidad pública de predios urbanos y baldíos; y 
h) Construir y dar mantenimiento  calles, aceras, andenes, parques y 
plazas. 
6. Promover la cultura, el deporte y la recreación. Proteger el patrimonio 
arqueológico, histórico, lingüístico y artístico de su circunscripción. Por lo 
que deberá: a) Preservar la identidad cultural del municipio promoviendo las 
artes y folklore local por medio de museos, exposiciones, ferias, fiestas 
tradicionales, bandas musicales, monumentos, sitios históricos, 
exposiciones de arte culinario, etc.; b) Impulsar la construcción, 
mantenimiento y administración de bibliotecas; y c) Impulsar la construcción 
y el mantenimiento de campos y canchas deportivas, así como promover la 
formación de equipos deportivos e impulsar la realización de campeonatos 
y torneos intra e inter municipales. 
7. La prestación a la población de los servicios básicos de agua, alcantarillado 
sanitario y electricidad. En tal sentido el municipio podrá: a) Construir, dar 




mantenimiento y administrar los acueductos municipales y las redes de 
abastecimiento domiciliar en el municipio; b) Construir, dar mantenimiento y 
administrar la red de alcantarillado sanitario, así como el sistema de 
depósito y tratamiento de las aguas negras del municipio; y c) Construir, dar 
mantenimiento y administrar las redes de abastecimiento de energía a nivel 
domiciliar y público en el municipio. 
8. Desarrollar, conservar y controlar el uso racional del medio ambiente y los 
recursos naturales como base del desarrollo sostenible del Municipio y del 
país, fomentando iniciativas locales en estas áreas y contribuyendo a su 
monitoreo, vigilancia y control, en coordinación con los entes nacionales 
correspondiente 
Además de estas facultades establecidas en la Ley de Municipios, el Plan de 
Arbitrios otorga facultades al Gobierno Municipal para realizar cobros de 
impuestos municipales y recaudar por medio de créditos, tasas por servicios y 
aprovechamiento, impuestos, contribuciones especiales, multas rentas, 
cánones, subvenciones, empréstitos, transferencias y los demás bienes o 
activos que le atribuyen las leyes o que por cualquier otro título pueda percibir.  
Entre los impuestos facultados a cobro por parte de la Municipalidad 
encontramos el Impuesto Sobre Ingresos (es el pago del 1% que realizan las 
personas naturales o jurídicas que se dedican a la venta de bienes o a la 
industrial o profesional, o a la prestación de otros servicios sean o no 
profesionales, sobre los ingresos brutos percibidos); el Impuesto de Matricula 
(es el pago que realizan todas la personas naturales o jurídicas que se 
dediquen a la venta de bienes, industrias o prestaciones de servicios, sean 
estos profesionales o no. Este pago deberá realizarse anualmente en el 
periodo comprendido entre el primero de diciembre y el treinta y uno de enero); 
el Impuesto por Mejoras y Construcciones de Obras (el monto es del 1% sobre 
el valor total de la obra); el Impuesto Sobre Rodamiento, Impuesto de Bienes 
Inmuebles, entre otros que se determinan en el Plan de Arbitrios del Municipio 
de Managua. 




De este capítulo se concluye que Managua como capital presenta una Alcaldía 
con un organigrama estructural sumamente complejo, esto se debe a que 
Managua se ha convertido en la sede de los Poderes del Estado, del comercio, 
en ella encontramos grandes hoteles, universidades, discomóviles, 
restaurantes, el único aeropuerto, hospitales y centros de vida nocturna que 
además de ser capital, la han convertido en el Municipio con la mayor cantidad 
de población. 
También se observo que la Alcaldía de Managua presenta un cuerpo de leyes 
sumamente amplio, los que le otorgan una gran variedad de facultades y 
atribuciones, sin embargo las mismas leyes establecen límites en sus 
funciones y le otorgan a los pobladores la facultad de actuar y recurrir cuando 
las autoridades municipales actúan mas allá de lo que la ley les permite; es ahí 
donde surgen los recursos administrativos. 
  





LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS EN MATERIA MUNICIPAL 
 
Antes de entrar en detalle en lo que son los recursos administrativos en materia 
municipal dentro del municipio de Managua, haremos un breve análisis de lo que 
son los recursos administrativos, esto con el fin de comprender mejor la finalidad 
de los mismos.  
Según el Jurista Español Fernando Garrido Falla los recursos administrativos 
pueden definirse como “una pretensión deducida ante un órgano 
administrativo, por quien está legitimado para ello, con la finalidad de 
obtener la anulación o modificación de un acto administrativo dictado por 
ese mismo órgano o por su inferior jerárquico”. (Garrido Falla, Fernando. 
Tratado de Derecho Administrativo. Volumen III. Pág. 61).  
Para Jesús González Pérez, son los “actos de impugnación de un acto 
administrativo anterior ante un órgano de éste carácter, que dan lugar a un 
procedimiento de revisión. Los recursos administrativos constituyen vías de 
revisión a instancia siempre de interesados, sujetas a plazos determinados”. 
(González Pérez, Jesús y González Navarro, Francisco. Comentarios a la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo 
Común. 2004, p. 2514).   
De estos conceptos, se desprende que cuando nosotros como pobladores de 
determinado municipio nos encontramos con disposiciones emanadas por la 
administración pública y sentimos que estas nos afectan, es necesario que existan 
mecanismos que nos permitan defender nuestros derechos, es de esta forma que 
nacen los recursos administrativos; por lo tanto, los podemos definir como los 
medios de impugnación de los cuales podemos hacer uso para defendernos de las 
arbitrariedades cometidas por la administración, son los medios que permiten a la 




administración revisar si su actuación ha sido correcta y corregir cuando se han 
cometido errores.   
Nuestra legislación, establece Recursos Administrativos Ejecutivos y Recursos 
Administrativos Municipales; para ambos se establecen los Recursos de Revisión 
en primera instancia y los Recursos de Apelación en segunda instancia, 
trataremos de abordar de manera rápida algunas diferencias y semejanzas 
existentes entre ellos. 
Entre las similitudes podemos señalar que en ambos casos el Recurso de 
Apelación es del conocimiento del superior jerárquico, y que una vez agotada la 
vía administrativa, ambos recursos administrativos son recurribles ante la vía 
judicial, ya sea por medio del Recurso de Amparo o por medio de lo Contencioso 
Administrativo; en los recursos de apelación el plazo para resolver en ambos 
casos es de treinta días, y ambos agotan la vía administrativa. 
Entre las diferencia encontramos que los Recursos Administrativos Ejecutivos se 
interponen en contra de los actos emanados por los Ministerios y entes que 
dependen directamente del poder ejecutivo, en cambio los Municipales se 
interponen en contra de las actuaciones del Alcalde y sus delegados; otra 
diferencia es el plazo para la interposición del recursos, en los ejecutivos se 
establecen quince días (en revisión) y seis días (apelación), en cambio en los 
municipales el termino es de cinco días (revisión y apelación); también existe 
diferencia en el plazo para resolver el recurso de revisión, el los recursos 
administrativos ejecutivos se establecen 20 días, en cambio en el municipal es de 
30 días hábiles 
Partiendo de lo antes señalado, consideramos oportuno que así como se han 
establecido recursos administrativos tanto en materia municipal como en el ámbito 
ejecutivo, es necesario que exista una ley de procedimiento municipal distinta a la 
ley de procedimiento para el poder ejecutivo y sus ministerios.  
RECURSO DE REVISION 




El Recurso de Revisión dentro de la vía administrativa municipal se encuentra 
regulado por la Ley de la materia (Ley 40 y 261, Ley de Municipios y sus 
Reformas), y establece que los pobladores que se consideren agraviados por 
actos y disposiciones del Alcalde podrán impugnarlos mediante la interposición del 
recurso de revisión ante el mismo (el Alcalde); el plazo para la interposición del 
recurso será de cinco días hábiles contados a partir  de la notificación o 
disposición que se impugna. 
El plazo que se determina para dictar la resolución es de treinta días hábiles, y de 
no resolver la autoridad en ese plazo, operara el silencio administrativo positivo, es 
decir, a favor del recurrente. 
En este punto, es necesario señalar y dejar bien claro que el plazo para la 
interposición del Recurso de Revisión es de 5 días hábiles a partir del momento de 
la notificación; en la práctica, los pobladores y muchas veces los abogados 
cometen el error de contabilizar el termino como lo establece nuestro Código Civil, 
es decir a partir de las doce de la noche, por lo que pierden un día y en algunos 
casos el recursos lo interponen de manera extemporánea. 
El artículo 40 de la Ley de Municipios también nos habla de un recurso de revisión 
ante el Concejo Municipal, la diferencia es que este se utilizara para impugnar las 
decisiones del Concejo Municipal y no las del Alcalde como el caso del primer 
recurso de revisión. El plazo para resolver este recurso será de 45 días 
calendarios, y el plazo para interponerlo será de igual forma de cinco días hábiles 
contados a partir del momento de la notificación. 
Este recurso se podrá utilizar cuando el Concejo Municipal emita alguna 
disposición o resolución que provenga del pleno y no del agotamiento de la vía 
administrativa; como por ejemplo alguna declaratoria de área verde o derecho de 
vía. 
 
RECURSO DE APELACION 




Los recursos de apelación dentro de la vía administrativa municipal son regulados 
por la Ley de Municipios, la cual establece que se interpondrá el recurso de 
apelación en contra de la resoluciones emitidas por el Alcalde en los recursos de 
revisión, la interposición de este será de cinco días hábiles mas el termino de la 
distancia contados a partir del momento en que se notifica la resolución, y el 
Concejo Municipal cuenta con treinta días para resolver y emitir una resolución. 
Una vez se pronuncio el Concejo, se tiene por agotada la vía administrativa 
municipal, y las partes podrán hacer uso de la vía judicial. Cabe señalar que de no 
existir una resolución emitida dentro del plazo de los treinta días, operara el 
silencio administrativo positivo a favor del recurrente. 
En relación al plazo que tiene el Concejo Municipal para resolver los recursos de 
apelación, en la práctica la Alcaldía de Managua hace uso de la figura de 
ampliación de términos, lo que no se encuentra regulado por la Ley de Municipios. 
Esto se debe a que el Concejo Municipal realiza sus sesiones en la última semana 
del mes, y muchas veces los recursos vencen antes de la convocatoria a la 
Sesión, sin embargo desde nuestro punto de vista se actúa de manera arbitraria, 
ya que para este tipo de casos la ley establece sesiones extraordinarias. He aquí 
una razón más de la necesidad de que exista una Ley de Procedimiento 
Administrativo Municipal que regule el actuar de la Administración Municipal.  
 
EL SILENCIO ADMINISTRATIVO EN MATERIA MUNICIPAL 
Para el profesor Guillermo Cabanellas, el silencio administrativo es cuando la 
jurisdicción administrativa hace una desestimación tacita de una petición o recurso 
por el transcurso del tiempo, sin que la administración resuelva (Cabanellas). Es 
decir que la Administración conoció de un Recurso y esta no resolvió ni notifico en 
el tiempo que la Ley de la materia establece. 
Nicaragua, como estado Social de Derecho y regido por una Constitución Política, 
establece en el artículo 52 de la Carta Magna que “los ciudadanos tienen 




derecho de hacer peticiones, denunciar anomalías y hacer críticas 
constructivas, en forma individual o colectiva, a los poderes del Estado o a 
cualquier autoridad; de obtener una pronta resolución o respuesta y de que 
se les comunique lo resuelto en los plazos que la ley establezca”. De aquí se 
podría desprender que cuando la Administración no resuelva en tiempo y forma, 
esta caería en silencio administrativo, y que este sería positivo, es decir a favor del 
recurrente. Si bien es cierto que la Constitución Política en este articulo no 
especifica a favor de quien será el silencio administrativo, nosotros consideramos 
que por el hecho de faltar la administración a sus facultades y violentar un derecho 
a los ciudadanos, el silencio administrativo deberá operar a favor de la persona a 
quien se le violento su derecho, y sancionar al funcionario que no ha cumplido con 
las funciones que la ley y en este caso la Constitución Política le mandan a 
cumplir.    
De igual forma, se hace alusión al silencio administrativo en al artículo 2 inciso 19 
de la Ley 350, Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, publicada en La Gaceta Diario Oficial No. 140 y 141 del 25 y 26 de 
Julio del año 2000, el cual literalmente dice: “Silencio Administrativo: Es el 
efecto que se produce en los casos en que la Administración Pública 
omitiere su obligación de resolver en el plazo de treinta días. Transcurrido 
dicho plazo sin que la Administración hubiere dictado ninguna resolución, 
se presumirá que existe una aceptación de lo pedido a favor del interesado”.  
A cómo podemos apreciar, la Ley 350 si toma en cuenta y hace alusión al silencio 
administrativo positivo, a favor del recurrente; sin embargo, en este articulo 
encontramos la primera dificultad planteada en nuestra legislación, relacionada al 
silencio administrativo, esta es el plazo que tiene la administración para resolver y 
notificar ya sea a favor o en contra del recurrente.  
Esta afirmación se debe a que como pudimos apreciar en el articulo antes 
mencionado, el plazo para que la administración resuelva es de treinta días, pero 
a como se puede apreciar en los artículos 43 y 45 de la Ley 290, Ley de 
Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo, publicada en La 




Gaceta Diario Oficial No. 102 del 3 de junio del año 1998, los términos para 
resolver son de veinte días para el Recurso de Revisión, y de treinta días para el 
Recurso de Apelación. En el caso de los Recursos de Apelación no habría mayor 
problema ya que el plazo es el mismo (30 días), pero en el de Revisión es de 20, 
lo que nos lleva a preguntarnos: ¿No se podrá solicitar el Silencio Administrativo 
cuando pasen los 20 días y la administración no resuelva?, o ¿será que el plazo 
de los 30 días que determina la Ley 350 se empieza a contar hasta que se venció 
el plazo que señala la ley de la materia?, es decir, ¿vencido los 20 días para el 
recurso de revisión o los 30 para el de apelación, habrá que esperar 30 días más 
para solicitar el Silencio Administrativo?, lo que convertiría a la vía administrativa 
en un proceso de 50 y/o 60 días. 
A como podemos apreciar, esta es una de las dificultades que nuestra legislación 
presenta en relación al tema del silencio administrativo, ya en el marco de la vía 
administrativa municipal que es el tema de la presente monografía, no se 
presentaría mayor problema porque la Ley 40, Ley de Municipios, en su artículo 40 
establece 30 días para resolver, tanto en revisión como en apelación, no obstante, 
existe un recurso especial de revisión en contra de las decisiones del Concejo 
Municipal, el cual deberá ser resuelto en un plazo de 45 días.  
Al igual que nuestra Constitución Política y la Ley 350, la Ley de Municipios 
establece que los recursos interpuestos y no resueltos en los términos 
establecidos, se entenderán resueltos a favor del recurrente.  
Otro problema que consideramos necesario sea corregido o aclarado, se plantea a 
raíz del artículo 46 de la Ley 350, el cual establece que para ejercer la acción 
contencioso-administrativa será requisito indispensable haber agotado 
previamente la vía administrativa en la forma establecida por la ley, y en su inciso 
segundo plantea como condición para considerarla agotada, cuando en un 
procedimiento administrativo no se dictare la resolución final correspondiente 
dentro del plazo de treinta días, que se produzca el silencio administrativo y de 
esta forma se tendrá por aceptada la solicitud del recurrente.  




Partiendo de esto, se entiende que una vez que la administración no se pronuncie 
y caiga en silencio administrativo, la persona o recurrente que se sienta afectado 
podrá hacer uso de la vía judicial, sea esta el Amparo o contenciosa-
administrativa, pero en los casos en que la autoridad caiga en silencio 
administrativo en la primera instancia, es decir en el Recurso de Revisión, ¿Cómo 
deberá actuar el recurrente? Esta interrogante nace a raíz de que en la práctica, la 
Corte Suprema de Justicia exige que se hayan agotado los recursos que la ley 
establece para dar por agotada la vía administrativa, siendo estos los de revisión y 
apelación, por lo tanto, el recurrente se vería obligado a hacer uso del recurso de 
apelación ya habiendo un silencio administrativo a su favor, lo que causaría una 
nueva resolución administrativa susceptible de recurso, por lo que el Amparo o lo 
Contencioso-Administrativo estaría dirigido a conocer sobre la resolución de 
apelación y no estaría dirigido a hacer efectivo el silencio administrativo positivo. 
Una vez hechos estos planteamiento, puntualizaremos en otros aspectos que a 
nuestro criterio es necesario que sean regulados por la ley, para que de esa 
forma, se pueda cumplir con la esencia de lo que el Derecho Administrativo a 
través de los Recursos pretende conseguir; el bien común y brindar la seguridad 
jurídica a los administrados, así como regular y evitar el abuso de poder en las 
actuaciones y/o funciones de la administración pública, ya que de no ser regulados 
por una Ley de Procedimiento Administrativo y una Ley de Procedimiento 
Administrativo Municipal, cada órgano institucional y cada caso o procedimiento 
administrativo se regulara de manera diferente, y cada uno podría interpretar a su 
conveniencia como hacer efectivo el silencio administrativo, dejando en 
indefensión a la población, y violentando de esta forma el articulo 138 inciso 2 de 
nuestra constitución política, el que establece que es facultad indelegable de la 
Asamblea Nacional la interpretación autentica de la Ley. 
Estos criterios que consideramos no han sido tomado en cuenta en nuestra 
legislación y es necesario que se haga son: 




a) ¿Ante qué autoridad se deberá solicitar el silencio administrativo, ante la 
autoridad que no se pronuncio en tiempo y forma o ante su superior 
jerárquico? 
Este tema resulta muy interesante y consideramos que es necesario sea regulado 
de manera más amplia y clara, ya que de esta forma se brindara una mayor 
seguridad jurídica a los recurrentes, quienes aun no conocen como hacer efectivo 
el silencio administrativo positivo cuando las autoridades municipales no resuelven 
en tiempo y forma. 
 
ESTADISTICAS 
Siendo que el tema del presente trabajo monográfico es “El Agotamiento de la Vía 
Administrativa dentro del Gobierno Municipal de Managua en el periodo 
comprendido entre los años 2009-2010”, procederemos a brindar las estadísticas 
brindadas por el Departamento de Recursos Administrativos de la Dirección 
General Legal de la Alcaldía de Managua, en relación a los recursos de revisión y 
apelación que fueron interpuestos en los años 2009 y 2010. (Ver detalles 
estadísticos en los gráficos del anexo 3, paginas 120-124) 
 
AÑO 2009 
Durante el año 2009, se interpusieron un total de 178 recursos y 63 casos varios. 
De estos recursos, 114 fueron de revisión y 64 de apelación. (Ver gráficos en 
página 120 del anexo No. 3) 
Los casos varios son aquellas cartas que la población dirige al Alcalde y  que no 
cumplen con los requisitos de un recurso, como lo es la invocación del mismo por 
medio del artículo 40 de la Ley 40 y 261, Ley de Municipios y sus Reformas. 
De los 114 recursos de revisión, 28 fueron procedentes de reparos emitidos por la 
Dirección General de Recaudación; 38 fueron por multas urbanísticas y 




suspensiones de obras emitidas por la Dirección de Urbanismo; 21 fueron por 
multas ambientales emitidas por la Dirección de Medio Ambiente; 27 fueron 
generados por la Corporación Municipal de Mercados de  Managua (COMMEMA). 
Hubo 4 fueron recursos mal interpuestos, a los cuales no se les dio el debido 
tramite por no cumplir con el procedimiento y no se reflejan en los archivos. 
De los 63 recursos de apelación, 20 fueron procedentes de reparos; 21 por multas 
urbanísticas y suspensiones de obras; 12 por multas ambientales y 10 generados 
por COMMEMA.  
De los 63 casos varios (cartas dirigidas al Alcalde), 2 fueron por el cobro del 
Impuesto de Bienes Inmuebles (IBI); 20 por multas urbanistas y suspensiones de 
obras; 17 por reparos; 14 por multas ambientales y 10 generados por COMMEMA.  
Aquí podemos observar cuales son las áreas generadores de Recursos y en 
donde la población es que más está fallando, entre ellos podemos observar en 
primer lugar la construcción de obras sin el correspondiente permiso de 
construcción o la solicitud de construir en áreas no permitidas por el tipo de suelo; 
también se pudo constatar que existe por parte de los contribuyentes un atraso en 
el pago de los impuestos (Matricula e IMI en el mayor de los casos, Rótulos y 
Rodamiento en segundo plano y Basura en menor grado); en tercer lugar 
encontramos los casos generados por los mercados, ya sean por considerar los 
pobladores que los cobros que les realizan no son apegados a derechos 
(matricula y arriendo), y porque se les cierran los tramos por deudas o por 
subarriendos; y por ultimo encontramos las multas ambientales. 
 
Revisión 
De los 28 recursos de revisión procedentes de reparos, todos fueron resueltos No 
Ha Lugar, para un 100% a favor de la Municipalidad. 
De los 38 relacionados a multas urbanísticas y suspensiones de obras, 26 fueron 
resueltos No Ha Lugar, 9 Ha Lugar y en 3 se firmaron acuerdos de desistimiento 




por llegar a arreglos extrajudiciales. Esto nos da un 68% a favor de la 
Municipalidad, 23% a favor de los recurrentes, y un 9% resuelto por arreglos 
extrajudiciales. 
De los 21 recursos en contra de multas ambientales, 8 fueron resueltos Ha Lugar y 
13 No Ha Lugar, lo que nos da un  38% a favor del recurrente y un 62% a favor de 
la Municipalidad.  
De los 27 recursos generados por COMMEMA, 24 de ellos fueron resueltos No Ha 
Lugar y 3 Ha Lugar, para un total de 88% a favor de la Municipalidad, y un 12% a 
favor de los recurrentes. 
Estas cifras nos dan un total de 91 recursos a favor de la municipalidad, 20 a favor 
de los recurrentes y 3 resueltos por medio de arreglos extrajudiciales; esto para un 
79% a favor de la Municipalidad y un 17% a favor de los recurrentes, y un 4% 
resueltos por arreglos extrajudiciales. (Ver grafico en página 121 del anexo 3) 
De estas cifras, podemos detallar que en relación a los reparos (cobros de 
impuestos) la Alcaldía de Managua ha puesto mano dura porque ha dejado de 
percibir ingresos; en relación a los recursos generados por el área de urbanismo, 
lo que se logro observar es que en la mayoría de los casos la población no 
gestiona el correspondiente permiso de construcción, y en algunos casos inician a 
construir sin que aun se les haya otorgado el permiso, piensan que con el simple 
hecho de solicitarlo ya se les autorizo la construcción. 
En relación a las multas ambientales, la Alcaldía de Managua está llevando a cabo 
campañas de sensibilización a la población, y ha pretendido poner mano dura con 
todas aquellas personas naturales y jurídicas que contaminan el medio ambiente. 
La mayoría de las multas interpuestas han sido por botar basura en lugares no 
autorizados, le siguen la poda de árboles sin el correspondiente permiso, y en un 
menor grado contaminación del suelo con aguas residuales o aceite 
(específicamente los talleres), así como también se observo un caso por 
contaminación acústica (iglesias). 






Al revisar los archivos de los recursos de apelación llevados durante el año 2009, 
nos encontramos con que todos ellos ratificaron las resoluciones emitidas en 
primera instancia y resolvieron No Ha Lugar, para un 100% a favor de la 
municipalidad. Cabe señalar que de los 64 recursos de apelación resueltos como 
No Ha Lugar, 44 de ellos se fueron de amparo por la vía judicial ante la 
Excelentísima Corte Suprema de Justicia. (Ver grafico en página 121 del anexo 
No. 3) 
Estos datos nos despertaron el interés de saber a qué se debe que ninguna 
apelación haya sido a favor de los recurrentes, y nos encontramos con el hecho de 
que la misma persona que conoció del caso en revisión (el abogado) es el mismo 
que lo lleva en apelación, lo que lleva a que solamente se ratifique lo expuesto con 
anterioridad, y no entrar en detalles ni tocar el fondo del recurso. 
Casos Varios 
Los casos varios son cartas dirigidas al Despacho del Alcalde, en ella la población 
solicita exoneración de impuestos y/o multas, no se tramitan como recursos por el 
hecho de cumplir con los requisitos de forma como lo son la invocación del articulo 
40 y del recursos que interponen. 
Estos se resolvieron de la siguiente manera; los 2 relacionados al IBI fueron a 
favor de los pobladores que solicitaban la prescripción; los 14 de medio ambiente 
fueron a favor de los pobladores, esto por ser de escasos recursos y en algunos 
casos ancianos que no poseen ingresos; los 20 de urbanismo, 10 de COMMEMA 
y 17 provenientes de reparo, fueron resueltos en su totalidad a favor de la 
Municipalidad, estos en su mayoría son ingresos que de resolverlos a favor de los 
pobladores, la Municipalidad dejaría de percibir. Estos nos da un porcentaje de 
74% a favor de la municipalidad, y un 26% a favor de los pobladores. (Ver grafico 
en página 122 del anexo No. 3) 
AÑO 2010 




Durante el año 2010 se interpusieron un total de 179 recursos y 174 casos varios. 
De estos recursos 126 fueron de revisión y 53 de apelación. (Ver grafico en página 
122 del anexo No. 3) 
De los 126 recursos de revisión, 27 fueron procedentes de reparos emitidos por la 
Dirección General de Recaudación; 31 fueron por multas urbanísticas y 
suspensiones de obras emitidas por la Dirección de Urbanismo; 44 fueron por 
multas ambientales emitidas por la Dirección de Medio Ambiente; 20 fueron 
generados por la Corporación Municipal de Mercados de  Managua (COMMEMA) 
y 4 por cobros del Impuesto de Bienes Inmuebles (IBI). 
De los 53 recursos de apelación, 21 fueron procedentes de reparos; 12 por multas 
urbanísticas y suspensiones de obras; 14 por multas ambientales y 6 generados 
por COMMEMA. 
De los 174 casos varios (cartas dirigidas al Alcalde), 31 fueron por multas 
urbanistas y suspensiones de obras; 7 por reparos; 132 por multas ambientales; 3 
generados por COMMEMA y 1 por el Instituto Regulador de Transporte del 
Municipio de Managua (IRTRAMMA). (Ver grafico en página 123 del anexo No. 3) 
Al observar las cifras del año dos mil diez, podemos señalar que las áreas 
susceptibles de recursos continúan siendo las mismas que el año 2009; Reparos; 
Urbanismo; Medio Ambiente y COMMEMA. La única diferencia es que en este año 
se pudo observar 4 casos correspondientes al Impuesto de Bienes Inmuebles y un 
caso relacionado al Instituto Regulador de Transporte del Municipio de Managua 
(IRTRAMMA), del cual el año 2009 no se conoció ninguno. 
Algo que nos llamo sumamente la atención fue la cantidad de recursos y 
especialmente casos varios que se vieron durante este año, lo que demuestra que 
la población aun no ha percibido el daño ambiental que causa, o que la campaña 
de sensibilización por parte de la Alcaldía de Managua no se ha realizado a como 
se pretendió. 
 





De los 20 casos procedentes de COMMEMA, 13 fueron resueltos No Ha Lugar y 7 
Ha Lugar, lo que nos da un 65% a favor de la municipalidad y un 35% a favor del 
recurrente. 
De los 27 recursos procedentes de reparos, todos fueron resueltos No Ha Lugar, 
para un 100% a favor de la municipalidad. 
De los 31 recursos urbanísticos 14 fueron resueltos No Ha Lugar y 17 Ha Lugar, lo 
que nos da un total de 45% a favor de la municipalidad y un 55% a favor de los 
recurrentes. 
De los 44 provenientes de multas ambientales, 15 fueron resueltos No Ha Lugar y 
29 Ha Lugar, lo que nos da un total de 34% para la municipalidad y 66% a favor de 
los recurrentes. 
De los 4 recursos provenientes del cobro del IBI, los 4 fueron resueltos Ha Lugar, 
para un 100% a favor de los recurrentes. 
Estas cifras nos dan un total de 69 recursos a favor de la municipalidad y 57 a 
favor de los recurrentes; esto para un 54% a favor de la Municipalidad y un 46% a 
favor de los recurrentes. (Ver grafico en página 123 del anexo No. 3) 
A diferencia del año 2009, en este año el porcentaje de recursos a favor de los 
recurrentes subió un poco, sin embargo continúa estando por debajo de los 
recursos resueltos a favor de la municipalidad. Se puede observar que al igual que 
en el 2009, los reparos en su totalidad se mantienen firmes y que la Alcaldía no 
pretende dejar de realizar los cobros de los impuestos; en relación a las recursos 
urbanísticos hubo un mayor porcentaje de casos a favor de los recurrentes, aquí 
se pudo constatar que los casos resueltos Ha Lugar no eran de conflictos 
meramente entre los pobladores y la Municipalidad, sino casos en donde dos o 
más pobladores acudían a esta vía para resolver sus conflictos (construcciones 
que afectaban el derecho de sus vecinos, despejes de vía a solicitud de partes y 
un caso en donde se solicitaba construir una canaleta para desviar las aguas que 




en el invierno inundaban algunas viviendas); de los casos ambientales si bien es 
cierto se observo un gran incremento en relación al año 2009, se puede ver como 
la municipalidad resolvió Ha Lugar en la mayoría de los casos, esto se debió a que 
por el hecho de que aun con los programas de sensibilización la población 
continuo cometiendo las faltas ambientales, la Alcalde Daysi Torres giro 
instrucciones de que se mandara a corregir la falta ambiental y se exonerara la 
multa (es decir, se mando a sembrar árboles a quienes los cortaran sin permisos; 
a crear planes para mitigar la contaminación sonora o con aguas residuales), sin 
embargo se mantuvieron firmes las multas que no podrían corregirse como 
depositar basura en lugares no autorizados y contaminación del suelo con aceites.  
En relación a los casos provenientes de los mercados, se mantuvo el promedio del 
año 2009, no se logro observar mayor diferencia tanto en el tipo de casos como en 
la cantidad de recursos. Los 4 casos relacionados al cobro del Impuesto de Bienes 
Inmuebles, todos fueron a favor del recurrente ya que lo solicitado era la 
prescripción del cobro de año atrasados. 
Apelación 
De igual forma que en el año 2009, los recursos de apelación llevados en el 2010 
ratifican las resoluciones emitidas en primera instancia y resolvieron No Ha Lugar, 
para un 100% a favor de la municipalidad. Cabe señalar que de los 53 recursos de 
apelación resueltos como No Ha Lugar, 22 de ellos se fueron de amparo por la vía 
judicial ante la Excelentísima Corte Suprema de Justicia. (Ver grafico en página 
124 del anexo No. 3) 
Aquí podemos observar que se mantiene la misma directriz del año 2009, el hecho 
de que una persona conozca en primera y en segunda instancia influye mucho ya 
que difícilmente alguien aceptara haber cometido una equivocación y se corregirá 
el mismo. 
 





Estos se resolvieron de la siguiente manera; de las 31 cartas enviadas por casos 
urbanísticos 23 fueron a favor de la Municipalidad y 8 a favor de la población; de 
los 132 de medio ambiente 118 fueron a favor de los pobladores y 14 a favor de la 
municipalidad; los 7 provenientes de reparos fueron todos a favor de la 
municipalidad, de los 3 de COMMEMA todos fueron a favor de la población y el 
único proveniente de IRTRAMMA fue a favor de la municipalidad. Estos nos da un 
porcentaje de 25% a favor de la municipalidad, y un 75% a favor de los 
pobladores. (Ver grafico en página 124 del anexo No. 3) 
En relación a los casos varios, se puede observar como hubo un gran incremento 
de ellos, específicamente en las multas ambientales, lo que es alarmante, sin 
embargo se manejo bajo la misma directriz que los recursos, tratar de hacer que la 
población subsane las faltas ambientales cometidas y tratar de hacer conciencia al 
involucrarlos en los programas por la defensa del medio ambiente. 
En conclusión, logramos observar que si bien es cierto la población posee medios 
de defensa (Recursos Administrativos) por las actuaciones de las Autoridades 
Municipales, aun falta dejar claro cuál es el procedimiento interno que estas 
autoridades deben de llevar a cabo, cual es el procedimiento municipal a seguir; 
esto con el fin de brindar mayor seguridad jurídica. También se pudo concluir que 
si bien es cierto la población si hace uso de estos Recursos, la Municipalidad no 
siempre es objetiva a la hora de resolver los casos, a como se puede observar en 
los Recursos de Apelación. 
  







1. Los pobladores están claros de que existen medios de impugnación de los 
cuales pueden hacer uso cuando se sientan afectados por las disposiciones 
del Alcalde, no obstante, en algunas ocasiones tienden a hacer un mal uso 
de la vía administrativa, esto a falta de una Ley que detalle paso a paso el 
agotamiento de la vía administrativa municipal. 
 
2. La Alcaldía de Managua no tiene regulado un procedimiento específico para 
dar trámite a los recursos interpuestos por la población,  lo que permite que 
este sea manipulado al momento de evacuar y emitir una resolución a los 
recursos administrativos por parte de la Municipalidad.  
 
3. No existe por parte de la Alcaldía de Managua una respuesta equitativa a la 
hora de resolver los Recursos de Apelación, ya que en la práctica es el 
mismo órgano administrativo que conoció en Revisión el que conoce en 
Apelación. 
 
4. En la mayoría de los casos la Alcaldía de Managua resuelve a su favor los 
recursos administrativos, por lo que en muchas ocasiones, los pobladores 










1. Crear una Ley de Procedimiento Administrativo Municipal que regule el 
actuar de las Municipalidades a la hora de darle tramite a cada uno de los 
Recursos Administrativos utilizados por la población, esto con el fin de 
brindar una mayor seguridad jurídica a los recurrentes y darle cumplimiento 
al debido proceso. 
 
2. Crear dentro de esta Ley de Procedimiento Administrativo Municipal, un 
Capitulo destinado al Procedimiento Municipal de Managua, esto debido a 
la complejidad estructural y organizativa que dicha Alcaldía presenta como 
Capital. 
 
3. Que las formalidades en el procedimiento municipal sean de estricto 
cumplimiento no solo para los recurrentes, sino que también para las 
autoridades administrativas encargadas de dar trámite y solución a los 




4. La Alcaldía de Managua debería de crear una oficina de atención y 
asesoría a la población, con el fin de hacerles saber de qué forma pueden 
hacer uso de los Recursos Administrativos y ante que instancia se deben 
interponer, esto con el objetivo de llevar a la Administración hacia la 
consecución del bien común, y tratar de mejorar día a día la labor 
administrativa del Gobierno Municipal. 
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